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Número 1.560/10

J E F A T U R A D E L E S T A D O

El Boletín Oficial del Estado Núm.103 de fecha 29
de abril de 2010 publica el siguiente Anuncio.

Ley 10/2010, de prevención del blanqueo de capi-
tales y de la financiación del terrorismo.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.

Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y
Yo vengo en sancionar la siguiente ley.
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PREÁMBULO

La política de prevención del blanqueo de capita-
les surge a finales de la década de 1980 como reac-
ción a la creciente preocupación que planteaba la cri-
minalidad financiera derivada del tráfico de drogas.

Efectivamente, el riesgo de penetración de impor-
tantes sectores del sistema financiero por parte de las
organizaciones criminales, al que no proporcionaban
adecuada respuesta los instrumentos existentes, dio
lugar a una política internacional coordinada, cuya
más importante manifestación fue la creación en 1989
del Grupo de Acción Financiera (GAFI). Las
Recomendaciones del GAFI, aprobadas en 1990,
pronto se convir tieron en el estándar internacional en
la materia, constituyéndose en la inspiración directa
de la Primera Directiva comunitaria (Directiva
91/308/CEE del Consejo, de 10 de junio de 1991).

No obstante, el conocimiento más profundo de las
técnicas utilizadas por las redes de blanqueo de capi-
tales, así como la natural evolución de una política
pública tan reciente, han motivado en los últimos años
una serie de cambios en los estándares internaciona-
les y, como consecuencia de ello, en el derecho
comunitario.

En este contexto, la presente Ley transpone la
Directiva 2005/60/CE del Parlamento Europeo y del
Consejo, de 26 de octubre de 2005, relativa a la pre-
vención de la utilización del sistema financiero para el
blanqueo de capitales y para la financiación del terro-
rismo, desarrollada por la Directiva 2006/70/CE de la
Comisión, de 1 de agosto de 2006, por la que se esta-
blecen disposiciones de aplicación de la Directiva
2005/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo
en lo relativo a la definición de «personas del medio
político» y los criterios técnicos aplicables en los pro-
cedimientos simplificados de diligencia debida con
respecto al cliente, así como en lo que atañe a la exen-
ción por razones de actividad financiera ocasional o
muy limitada, además de establecer el régimen san-
cionador del Reglamento (CE) Nº 1781/2006 del
Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de noviem-
bre de 2006, relativo a la información sobre los orde-
nantes que acompaña a las transferencias de fondos.

Sin embargo, debe subrayarse que la Directiva
2005/60/CE o Tercera Directiva, que básicamente
incorpora al derecho comunitario las
Recomendaciones del GAFI tras su revisión en 2003,
se limita a establecer un marco general que ha de ser,
no sólo transpuesto, sino completado por los Estados
miembros, dando lugar a normas nacionales notable-
mente más extensas y detalladas, lo que supone que
la Directiva no establece un marco integral de preven-
ción del blanqueo de capitales y de la financiación del
terrorismo que sea susceptible de ser aplicado por los
sujetos obligados sin ulteriores especificaciones por
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parte del legislador nacional. Por otra parte, la Tercera
Directiva es una norma de mínimos, como señala de
forma rotunda su artículo 5, que ha de ser reforzada
o extendida atendiendo a los concretos riesgos exis-
tentes en cada Estado miembro, lo que justifica que la
presente Ley contenga, al igual que la vigente Ley
19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas
medidas de prevención del blanqueo de capitales,
algunas disposiciones más rigurosas que la Directiva.

Por otra parte, desde el punto de vista técnico se
ha realizado una verdadera transposición, adaptando
la terminología y sistemática de la Directiva a las prác-
ticas legislativas patrias. Así, a título de ejemplo, se ha
optado por la locución «personas con responsabilidad
pública» para aludir a lo que la Directiva denomina
«personas del medio político», por entender que aqué-
lla es más exacta y expresiva en castellano. Asimismo
se ha mantenido, en la medida de lo posible, el régi-
men vigente, en cuanto no fuera contrario a la nueva
ordenación comunitaria, con el fin de reducir los cos-
tes de adaptación de los sujetos obligados.
Finalmente, se han elevado de rango diversas previsio-
nes contenidas en el Reglamento de la Ley 19/1993,
de 28 de diciembre, aprobado por Real Decreto
925/1995, de 9 de junio, lo que se traduce en una Ley
notablemente más extensa que, desde un punto de
vista crítico, podría tacharse de excesivamente regla-
mentista. Sin embargo, esta técnica se estima preferi-
ble por tratarse de deberes específicos, impuestos a
los sujetos obligados, que encuentran mejor acomo-
do en normas de rango legal.

Por último, cabe señalar que se procede a la unifi-
cación de los regímenes de prevención del blanqueo
de capitales y de la financiación del terrorismo,
poniendo fin a la dispersión actual.
Consecuentemente con los estándares internaciona-
les en materia de prevención del blanqueo de capita-
les, que han incorporado plenamente la lucha contra
la financiación del terrorismo, la Tercera Directiva, a
diferencia de los textos de 1991 y 2001, se refiere a «la
prevención de la utilización del sistema financiero
para el blanqueo de capitales y para la financiación
del terrorismo».

En España, la Ley 19/1993, de 28 de diciembre,
sobre determinadas medidas de prevención del blan-
queo de capitales, coexiste con la Ley 12/2003, de 21
de mayo, de prevención y bloqueo de la financiación
del terrorismo. Como indica su denominación, la Ley
12/2003, de 21 de mayo, no se ha limitado a regular

la congelación o bloqueo de fondos potencialmente
vinculados al terrorismo, como fue la intención inicial,
sino que ha reproducido las obligaciones de preven-
ción de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, lo que
resulta claramente disfuncional.

Por ello, sin perjuicio de mantener la Ley 12/2003,
de 21 de mayo, en lo relativo al bloqueo, se procede
a regular de forma unitaria en la presente Ley los
aspectos preventivos tanto del blanqueo de capitales
como de la financiación del terrorismo. El bloqueo,
como decisión operativa, se mantendrá en el ámbito
del Ministerio del Interior, atribuyéndose, por el contra-
rio, a la Comisión de Prevención del Blanqueo de
Capitales e Infracciones Monetarias, situada orgánica-
mente en la Secretaría de Estado de Economía y con
participación de los supervisores financieros, la com-
petencia para la incoación e instrucción de los expe-
dientes sancionadores por incumplimiento de las obli-
gaciones de prevención. Ello acabará con la actual
dualidad normativa, manteniendo, no obstante, la
competencia de la Comisión de Vigilancia de
Actividades de Financiación del Terrorismo para acor-
dar el bloqueo o congelación de fondos cuando exis-
tan motivos que lo justifiquen.

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto, definiciones y ámbito de aplica-
ción.

1. La presente Ley tiene por objeto la protección de
la integridad del sistema financiero y de otros sectores
de actividad económica mediante el establecimiento
de obligaciones de prevención del blanqueo de capi-
tales y de la financiación del terrorismo.

2. A los efectos de la presente Ley, se considera-
rán blanqueo de capitales las siguientes actividades:

a) La conversión o la transferencia de bienes, a
sabiendas de que dichos bienes proceden de una
actividad delictiva o de la participación en una activi-
dad delictiva, con el propósito de ocultar o encubrir el
origen ilícito de los bienes o de ayudar a personas
que estén implicadas a eludir las consecuencias jurí-
dicas de sus actos.

b) La ocultación o el encubrimiento de la naturale-
za, el origen, la localización, la disposición, el movi-
miento o la propiedad real de bienes o derechos
sobre bienes, a sabiendas de que dichos bienes pro-
ceden de una actividad delictiva o de la participación
en una actividad delictiva.
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c) La adquisición, posesión o utilización de bienes,
a sabiendas, en el momento de la recepción de los
mismos, de que proceden de una actividad delictiva o
de la participación en una actividad delictiva.

d) La participación en alguna de las actividades
mencionadas en las letras anteriores, la asociación
para cometer este tipo de actos, las tentativas de per-
petrarlas y el hecho de ayudar, instigar o aconsejar a
alguien para realizarlas o facilitar su ejecución.

Existirá blanqueo de capitales aun cuando las con-
ductas descritas en las letras precedentes sean reali-
zadas por la persona o personas que cometieron la
actividad delictiva que haya generado los bienes.

A los efectos de esta Ley se entenderá por bienes
procedentes de una actividad delictiva todo tipo de
activos cuya adquisición o posesión tenga su origen
en un delito, tanto materiales como inmateriales, mue-
bles o inmuebles, tangibles o intangibles, así como los
documentos o instrumentos jurídicos con indepen-
dencia de su forma, incluidas la electrónica o la digi-
tal, que acrediten la propiedad de dichos activos o un
derecho sobre los mismos, con inclusión de la cuota
defraudada en el caso de los delitos contra la
Hacienda Pública.

Se considerará que hay blanqueo de capitales aun
cuando las actividades que hayan generado los bien-
es se hubieran desarrollado en el territorio de otro
Estado.

3. A los efectos de la presente Ley, se entenderá
por financiación del terrorismo el suministro, el depó-
sito, la distribución o la recogida de fondos o bienes,
por cualquier medio, de forma directa o indirecta, con
la intención de utilizarlos o con el conocimiento de
que serán utilizados, íntegramente o en parte, para la
comisión de cualquiera de los delitos de terrorismo
tipificados en el Código Penal.

Se considerará que existe financiación del terroris-
mo aun cuando el suministro o la recogida de fondos
o bienes se hayan desarrollado en el territorio de otro
Estado.

4. A los efectos de esta Ley y sin perjuicio de lo
establecido en la Disposición adicional se considera-
rán países terceros equivalentes aquellos Estados,
territorios o jurisdicciones que, por establecer requisi-
tos equivalentes a los de la legislación española, se
determinen por la Comisión de Prevención del
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

La calificación como país tercero equivalente de
un Estado, territorio o jurisdicción se entenderá en
todo caso sin efecto retroactivo.

Artículo 2. Sujetos obligados.

1. La presente Ley será de aplicación a los siguien-
tes sujetos obligados:

a) Las entidades de crédito.

b) Las entidades aseguradoras autorizadas para
operar en el ramo de vida y los corredores de seguros
cuando actúen en relación con seguros de vida u
otros servicios relacionados con inversiones, con las
excepciones que se establezcan reglamentariamente.

c) Las empresas de servicios de inversión.

d) Las sociedades gestoras de instituciones de
inversión colectiva y las sociedades de inversión cuya
gestión no esté encomendada a una sociedad gesto-
ra.

e) Las entidades gestoras de fondos de pensiones.

f) Las sociedades gestoras de entidades de capi-
tal-riesgo y las sociedades de capital-riesgo cuya ges-
tión no esté encomendada a una sociedad gestora.

g) Las sociedades de garantía recíproca.

h) Las entidades de pago.

i) Las personas que ejerzan profesionalmente acti-
vidades de cambio de moneda.

j) Los servicios postales respecto de las activida-
des de giro o transferencia.

k) Las personas dedicadas profesionalmente a la
intermediación en la concesión de préstamos o crédi-
tos, así como las personas que, sin haber obtenido
autorización como establecimientos financieros de
crédito, desarrollen profesionalmente alguna de las
actividades a que se refiere la Disposición adicional
primera de la Ley 3/1994, de 14 de abril, por la que se
adapta la legislación española en materia de
Entidades de Crédito a la Segunda Directiva de
Coordinación Bancaria y se introducen otras modifica-
ciones relativas al Sistema Financiero.

l) Los promotores inmobiliarios y quienes ejerzan
profesionalmente actividades de agencia, comisión o
intermediación en la compraventa de bienes inmue-
bles.

m) Los auditores de cuentas, contables externos o
asesores fiscales.

n) Los notarios y los registradores de la propiedad,
mercantiles y de bienes muebles.

ñ) Los abogados, procuradores u otros profesiona-
les independientes cuando participen en la concep-
ción, realización o asesoramiento de operaciones por
cuenta de clientes relativas a la compraventa de bien-
es inmuebles o entidades comerciales, la gestión de
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fondos, valores u otros activos, la apertura o gestión
de cuentas corrientes, cuentas de ahorros o cuentas
de valores, la organización de las aportaciones nece-
sarias para la creación, el funcionamiento o la gestión
de empresas o la creación, el funcionamiento o la ges-
tión de fideicomisos («trusts»), sociedades o estructu-
ras análogas, o cuando actúen por cuenta de clientes
en cualquier operación financiera o inmobiliaria.

o) Las personas que con carácter profesional y
con arreglo a la normativa específica que en cada
caso sea aplicable presten los siguientes servicios a
terceros: constituir sociedades u otras personas jurídi-
cas; ejercer funciones de dirección o secretaría de
una sociedad, socio de una asociación o funciones
similares en relación con otras personas jurídicas o
disponer que otra persona ejerza dichas funciones;
facilitar un domicilio social o una dirección comercial,
postal, administrativa y otros servicios afines a una
sociedad, una asociación o cualquier otro instrumen-
to o persona jurídicos; ejercer funciones de fideicomi-
sario en un fideicomiso («trust») expreso o instrumen-
to jurídico similar o disponer que otra persona ejerza
dichas funciones; o ejercer funciones de accionista
por cuenta de otra persona, exceptuando las socieda-
des que coticen en un mercado regulado y estén suje-
tas a requisitos de información conformes con el dere-
cho comunitario o a normas internacionales equiva-
lentes, o disponer que otra persona ejerza dichas fun-
ciones.

p) Los casinos de juego.

q) Las personas que comercien profesionalmente
con joyas, piedras o metales preciosos.

r) Las personas que comercien profesionalmente
con objetos de arte o antigüedades.

s) Las personas que ejerzan profesionalmente las
actividades a que se refiere el ar tículo 1 de la Ley
43/2007, de 13 de diciembre, de protección de los
consumidores en la contratación de bienes con ofer-
ta de restitución del precio.

t) Las personas que ejerzan actividades de depósi-
to, custodia o transporte profesional de fondos o
medios de pago.

u) Las personas responsables de la gestión, explo-
tación y comercialización de loterías u otros juegos de
azar respecto de las operaciones de pago de pre-
mios.

v) Las personas físicas que realicen movimientos
de medios de pago, en los términos establecidos en
el ar tículo 34.

w) Las personas que comercien profesionalmente
con bienes, en los términos establecidos en el ar tícu-
lo 38.

x) Las fundaciones y asociaciones, en los términos
establecidos en el ar tículo 39.

y) Los gestores de sistemas de pago y de compen-
sación y liquidación de valores y productos financie-
ros derivados, así como los gestores de tarjetas de
crédito o debito emitidas por otras entidades, en los
términos establecidos en el ar tículo 40.

Se entenderán sujetas a la presente Ley las perso-
nas o entidades no residentes que, a través de sucur-
sales o agentes o mediante prestación de servicios
sin establecimiento permanente, desarrollen en
España actividades de igual naturaleza a las de las
personas o entidades citadas en los párrafos anterio-
res.

2. Tienen la consideración de sujetos obligados las
personas físicas o jurídicas que desarrollen las activi-
dades mencionadas en el apartado precedente. No
obstante, cuando las personas físicas actúen en cali-
dad de empleados de una persona jurídica, o le pres-
ten servicios permanentes o esporádicos, las obliga-
ciones impuestas por esta Ley recaerán sobre dicha
persona jurídica respecto de los servicios prestados.

Los sujetos obligados quedarán, asimismo, some-
tidos a las obligaciones establecidas en la presente
Ley respecto de las operaciones realizadas a través de
agentes u otras personas que actúen como mediado-
res o intermediarios de aquéllos.

3. Reglamentariamente podrán excluirse aquellas
personas que realicen actividades financieras con
carácter ocasional o de manera muy limitada cuando
exista escaso riesgo de blanqueo de capitales o de
financiación del terrorismo.

4. A los efectos de esta Ley se considerarán enti-
dades financieras los sujetos obligados mencionados
en las letras a) a i) del apartado 1 de este ar tículo.

CAPÍTULO II

De la diligencia debida

Sección 1.ª Medidas normales de diligencia debi-
da

Artículo 3. Identificación formal.

1. Los sujetos obligados identificarán a cuantas
personas físicas o jurídicas pretendan establecer rela-
ciones de negocio o intervenir en cualesquiera opera-
ciones.
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En ningún caso los sujetos obligados mantendrán
relaciones de negocio o realizarán operaciones con
personas físicas o jurídicas que no hayan sido debida-
mente identificadas. Queda prohibida, en particular, la
apertura, contratación o mantenimiento de cuentas,
libretas, activos o instrumentos numerados, cifrados,
anónimos o con nombres ficticios.

2. Con carácter previo al establecimiento de la rela-
ción de negocios o a la ejecución de cualesquiera
operaciones, los sujetos obligados comprobarán la
identidad de los intervinientes mediante documentos
fehacientes. En el supuesto de no poder comprobar
la identidad de los intervinientes mediante documen-
tos fehacientes en un primer momento, se podrá con-
templar lo establecido en el ar tículo 12, salvo que exis-
tan elementos de riesgo en la operación.

Reglamentariamente se establecerán los docu-
mentos que deban reputarse fehacientes a efectos de
identificación.

3. En el ámbito del seguro de vida, la comproba-
ción de la identidad del tomador deberá realizarse
con carácter previo a la celebración del contrato. La
comprobación de la identidad del beneficiario del
seguro de vida deberá realizarse en todo caso con
carácter previo al pago de la prestación derivada del
contrato o al ejercicio de los derechos de rescate, anti-
cipo o pignoración conferidos por la póliza.

Artículo 4. Identificación del titular real.

1. Los sujetos obligados identificarán al titular real
y adoptarán medidas adecuadas a fin de comprobar
su identidad con carácter previo al establecimiento de
relaciones de negocio o a la ejecución de cualesquie-
ra operaciones.

2. A los efectos de la presente Ley, se entenderá
por titular real:

a) La persona o personas físicas por cuya cuenta
se pretenda establecer una relación de negocios o
intervenir en cualesquiera operaciones.

b) La persona o personas físicas que en último tér-
mino posean o controlen, directa o indirectamente, un
porcentaje superior al 25 por ciento del capital o de
los derechos de voto de una persona jurídica, o que
por otros medios ejerzan el control, directo o indirec-
to, de la gestión de una persona jurídica. Se exceptú-
an las sociedades que coticen en un mercado regula-
do de la Unión Europea o de países terceros equiva-
lentes.

c) La persona o personas físicas que sean titulares
o ejerzan el control del 25 por ciento o más de los

bienes de un instrumento o persona jurídicos que
administre o distribuya fondos, o, cuando los benefi-
ciarios estén aún por designar, la categoría de perso-
nas en beneficio de la cual se ha creado o actúa prin-
cipalmente la persona o instrumento jurídicos.

3. Los sujetos obligados recabarán información de
los clientes para determinar si éstos actúan por cuen-
ta propia o de terceros. Cuando existan indicios o cer-
teza de que los clientes no actúan por cuenta propia,
los sujetos obligados recabarán la información preci-
sa a fin de conocer la identidad de las personas por
cuenta de las cuales actúan aquéllos.

4. Los sujetos obligados adoptarán medidas ade-
cuadas al efecto de determinar la estructura de pro-
piedad o de control de las personas jurídicas.

Los sujetos obligados no establecerán o manten-
drán relaciones de negocio con personas jurídicas
cuya estructura de propiedad o de control no haya
podido determinarse. Si se trata de sociedades cuyas
acciones estén representadas mediante títulos al por-
tador, se aplicará la prohibición anterior salvo que el
sujeto obligado determine por otros medios la estruc-
tura de propiedad o de control. Esta prohibición no
será aplicable a la conversión de los títulos al portador
en títulos nominativos o en anotaciones en cuenta.

Artículo 5. Propósito e índole de la relación de
negocios.

Los sujetos obligados obtendrán información
sobre el propósito e índole prevista de la relación de
negocios. En particular, los sujetos obligados recaba-
rán de sus clientes información a fin de conocer la
naturaleza de su actividad profesional o empresarial y
adoptarán medidas dirigidas a comprobar razonable-
mente la veracidad de dicha información.

Tales medidas consistirán en el establecimiento y
aplicación de procedimientos de verificación de las
actividades declaradas por los clientes. Dichos proce-
dimientos tendrán en cuenta el diferente nivel de ries-
go y se basarán en la obtención de los clientes de
documentos que guarden relación con la actividad
declarada o en la obtención de información sobre ella
ajena al propio cliente.

Artículo 6. Seguimiento continuo de la relación de
negocios.

Los sujetos obligados aplicarán medidas de segui-
miento continuo a la relación de negocios, incluido el
escrutinio de las operaciones efectuadas a lo largo de
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dicha relación a fin de garantizar que coincidan con el
conocimiento que tenga el sujeto obligado del cliente
y de su perfil empresarial y de riesgo, incluido el ori-
gen de los fondos y garantizar que los documentos,
datos e información de que se disponga estén actua-
lizados.

Artículo 7. Aplicación de las medidas de diligencia
debida.

1. Los sujetos obligados aplicarán cada una de las
medidas de diligencia debida previstas en los prece-
dentes ar tículos, pero podrán determinar el grado de
aplicación de las medidas establecidas en los ar tícu-
los 4, 5 y 6 en función del riesgo y dependiendo del
tipo de cliente, relación de negocios, producto u ope-
ración, recogiéndose estos extremos en la política
expresa de admisión de clientes a que se refiere el
ar tículo 26.

Los sujetos obligados deberán estar en condicio-
nes de demostrar a las autoridades competentes que
las medidas adoptadas tienen el alcance adecuado en
vista del riesgo de blanqueo de capitales o de finan-
ciación del terrorismo mediante un previo análisis de
riesgo que en todo caso deberá constar por escrito.

En todo caso los sujetos obligados aplicarán las
medidas de diligencia debida cuando concurran indi-
cios de blanqueo de capitales o de financiación del
terrorismo, con independencia de cualquier excep-
ción, exención o umbral, o cuando existan dudas
sobre la veracidad o adecuación de los datos obteni-
dos con anterioridad.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo
segundo del ar tículo 3.1, los sujetos obligados no sólo
aplicarán las medidas de diligencia debida previstas
en este Capítulo a todos los nuevos clientes sino, asi-
mismo, a los clientes existentes, en función de un aná-
lisis del riesgo.

En todo caso, los sujetos obligados aplicarán a los
clientes existentes las medidas de diligencia debida
cuando se proceda a la contratación de nuevos pro-
ductos o cuando se produzca una operación significa-
tiva por su volumen o complejidad.

Lo dispuesto en este apartado se entenderá sin
perjuicio de la responsabilidad exigible por el incum-
plimiento de obligaciones vigentes con anterioridad a
la entrada en vigor de esta Ley.

3. Los sujetos obligados no establecerán relacio-
nes de negocio ni ejecutarán operaciones cuando no
puedan aplicar las medidas de diligencia debida pre-

vistas en esta Ley. Cuando se aprecie la imposibilidad
en el curso de la relación de negocios, los sujetos obli-
gados pondrán fin a la misma, procediendo a realizar
el examen especial a que se refiere el ar tículo 17.

La negativa a establecer relaciones de negocio o a
ejecutar operaciones o la terminación de la relación
de negocios por imposibilidad de aplicar las medidas
de diligencia debida previstas en esta Ley no conlleva-
rá, salvo que medie enriquecimiento injusto, ningún
tipo de responsabilidad para los sujetos obligados.

4. Los sujetos obligados aplicarán las medidas de
diligencia debida establecidas en este Capítulo a los
fideicomisos («trusts») u otros instrumentos jurídicos o
masas patrimoniales que, no obstante carecer de per-
sonalidad jurídica, puedan actuar en el tráfico econó-
mico.

5. Los casinos de juego identificarán y comproba-
rán mediante documentos fehacientes la identidad de
cuantas personas pretendan acceder al estableci-
miento. La identidad de tales personas será registra-
da, sin perjuicio del cumplimiento de lo dispuesto en
el ar tículo 25.

Asimismo, los casinos de juego identificarán a
cuantas personas pretendan realizar las siguientes
operaciones:

a) La entrega a los clientes de cheques como con-
secuencia de operaciones de cambio de fichas.

b) Las transferencias de fondos realizadas por los
casinos a petición de los clientes.

c) La expedición por los casinos de certificaciones
acreditativas de ganancias obtenidas por los jugado-
res.

d) La compra o venta de fichas de juego por un
valor igual o superior a 2.000 euros.

La aplicación por los casinos de juego de lo esta-
blecido en este apartado permitirá entender cumpli-
das las medidas de diligencia debida exigidas en la
presente Ley.

Artículo 8. Aplicación por terceros de las medidas
de diligencia debida.

1. Los sujetos obligados podrán recurrir a terceros
sometidos a la presente Ley para la aplicación de las
medidas de diligencia debida previstas en esta
Sección, con excepción del seguimiento continuo de
la relación de negocios.

No obstante, los sujetos obligados mantendrán la
plena responsabilidad respecto de la relación de

Boletín Oficial de la Provincia de Ávila
Número 84 Jueves, 6 de Mayo de 2010 7



negocios u operación, aun cuando el incumplimiento
sea imputable al tercero, sin perjuicio, en su caso, de
la responsabilidad de éste.

2. Los sujetos obligados podrán recurrir a terceros
sometidos a la legislación de prevención del blanqueo
de capitales y de la financiación del terrorismo de
otros Estados miembros de la Unión Europea o de
países terceros equivalentes, aun cuando los docu-
mentos o datos exigidos en aquéllos sean distintos de
los previstos en la presente Ley.

Queda prohibido el recurso a terceros domicilia-
dos en países terceros no calificados como equivalen-
tes o respecto de los que la Comisión Europea adop-
te la decisión a que se refiere la Disposición adicional
de esta Ley.

3. El recurso a terceros para la aplicación de las
medidas de diligencia debida exigirá la previa conclu-
sión de un acuerdo escrito entre el sujeto obligado y
el tercero, en el que se formalicen las respectivas obli-
gaciones.

Los terceros pondrán a inmediata disposición del
sujeto obligado la información obtenida en aplicación
de las medidas de diligencia debida. Asimismo, los
terceros remitirán al sujeto obligado, a instancias de
éste, copia de la documentación pertinente con arre-
glo a esta sección.

4. Lo dispuesto en el presente ar tículo no será de
aplicación a las relaciones de externalización o agen-
cia cuando, en vir tud de un acuerdo contractual, el
proveedor de servicios de externalización o agente
deba ser considerado como parte del sujeto obligado.

Los sujetos obligados, sin perjuicio de mantener la
plena responsabilidad respecto del cliente, podrán
aceptar las medidas de diligencia debida practicadas
por sus filiales o sucursales domiciliadas en España o
en terceros países.

Sección 2.ª Medidas simplificadas de diligencia
debida

Artículo 9. Medidas simplificadas de diligencia
debida respecto de clientes.

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo terce-
ro del ar tículo 7.1, los sujetos obligados quedan autori-
zados a no aplicar las medidas de diligencia debida
previstas en los ar tículos 3.2, 4, 5 y 6 respecto de los
siguientes clientes:

a) Las entidades de derecho público de los
Estados miembros de la Unión Europea o de países
terceros equivalentes.

b) Las entidades financieras domiciliadas en la
Unión Europea o en países terceros equivalentes que
sean objeto de supervisión para garantizar el cumpli-
miento de las medidas de diligencia debida.

c) Las sociedades con cotización en bolsa cuyos
valores se admitan a negociación en un mercado
regulado de la Unión Europea o de países terceros
equivalentes.

Queda prohibida la aplicación de medidas simplifi-
cadas de diligencia debida en el caso de países terce-
ros no calificados como equivalentes o respecto de
los que la Comisión Europea adopte la decisión a que
se refiere la Disposición adicional de esta Ley.

Mediante orden del Ministro de Economía y
Hacienda podrá excluirse la aplicación de medidas
simplificadas de diligencia debida respecto de deter-
minados clientes.

2. Reglamentariamente podrá autorizarse la aplica-
ción de medidas simplificadas de diligencia debida
respecto de otros clientes que comporten un riesgo
escaso de blanqueo de capitales o de financiación
del terrorismo.

3. Los sujetos obligados deberán reunir en todo
caso la información suficiente para determinar si el
cliente puede acogerse a una de las excepciones pre-
vistas en este ar tículo.

Artículo 10. Medidas simplificadas de diligencia
debida respecto de productos u operaciones.

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo terce-
ro del ar tículo 7.1, los sujetos obligados quedan autori-
zados a no aplicar las medidas de diligencia debida
previstas en los ar tículos 3.2, 4, 5 y 6 respecto de los
siguientes productos u operaciones:

a) Las pólizas de seguro de vida cuya prima anual
no exceda de 1.000 euros o cuya prima única no exce-
da de 2.500 euros, salvo que se aprecie fracciona-
miento de la operación.

b) Los instrumentos de previsión social comple-
mentaria enumerados en el ar tículo 51 de la Ley
35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas y de modificación par-
cial de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la
Renta de No Residentes y sobre el Patrimonio, siem-
pre y cuando la liquidez se encuentre limitada a los
supuestos contemplados en la normativa de planes y
fondos de pensiones y no puedan servir de garantía
para un préstamo.
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c) Los seguros colectivos que instrumenten com-
promisos por pensiones a que se refiere la
Disposición adicional primera del Texto Refundido de
la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de
Pensiones, aprobado por Real Decreto Legislativo
1/2002, de 29 de noviembre, siempre que cumplan
los siguientes requisitos:

1.º Que instrumenten compromisos por pensiones
que tengan su origen en un convenio colectivo o en
un expediente de regulación de empleo aprobado por
la autoridad laboral correspondiente.

2.º Que no admitan el pago de primas por parte
del trabajador asegurado que, sumadas a las abona-
das por el empresario tomador del seguro, supongan
un importe superior a los límites establecidos por el
ar tículo 52.1.b) de la Ley 35/2006, de 28 de noviem-
bre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas
Físicas, para los instrumentos de previsión social com-
plementaria enumerados en su artículo 51.

3.º Que no puedan servir de garantía para un prés-
tamo y no contemplen otros supuestos de rescate dis-
tintos a los excepcionales de liquidez recogidos en la
normativa de planes de pensiones o a los recogidos
en el ar tículo 29 del Real Decreto 1588/1999, de 15
de octubre, por el que se aprueba el Reglamento
sobre la instrumentación de los compromisos por
pensiones de las empresas con los trabajadores y
beneficiarios.

d) El dinero electrónico, en los términos que se
determinen reglamentariamente.

2. Los sujetos obligados a que se refiere el ar tícu-
lo 2.1.b) quedan autorizados a no aplicar las medidas
de diligencia debida previstas en el ar tículo 6 respec-
to de las primas de seguros de vida que se abonen
mediante transferencia, domiciliación bancaria o che-
que nominativo de una entidad de crédito domiciliada
en España, en la Unión Europea o en países terceros
equivalentes. Esta previsión se entenderá sin perjuicio
de la aplicación de las medidas de diligencia debida
con carácter previo al establecimiento de la relación
de negocios o al pago de la prestación derivada del
contrato o al ejercicio de los derechos de rescate, anti-
cipo o pignoración conferidos por la póliza.

3. Reglamentariamente podrá autorizarse la aplica-
ción de medidas simplificadas de diligencia debida
respecto de otros productos u operaciones que com-
porten un riesgo escaso de blanqueo de capitales o
de financiación del terrorismo.

Asimismo, reglamentariamente podrá autorizarse
la no aplicación de todas o algunas de las medidas de

diligencia debida en relación con aquellas operacio-
nes que no excedan un umbral cuantitativo, bien sin-
gular, bien acumulado por periodos temporales, que,
con carácter general, no superará los 1.000 euros.

En particular, podrá autorizarse la aplicación de
medidas simplificadas de diligencia debida, en los tér-
minos que reglamentariamente se determinen, en las
pólizas del ramo de vida que garanticen exclusiva-
mente el riesgo de fallecimiento, incluidas las que
contemplen además garantías complementarias de
indemnización pecuniarias por invalidez permanente
o parcial, total o absoluta o incapacidad temporal.

4. Los sujetos obligados deberán reunir en todo
caso la información suficiente para determinar si
resultan aplicables las excepciones previstas en este
artículo.

Sección 3.ª Medidas reforzadas de diligencia debi-
da

Artículo 11. Medidas reforzadas de diligencia debi-
da.

Los sujetos obligados aplicarán, además de las
medidas normales de diligencia debida, medidas
reforzadas en los supuestos previstos en la presente
Sección, y en cualesquiera otros que, por presentar
un alto riesgo de blanqueo de capitales o de financia-
ción del terrorismo, se determinen reglamentariamen-
te.

Asimismo, los sujetos obligados, aplicarán, en fun-
ción de un análisis del riesgo, medidas reforzadas de
diligencia debida en aquellas situaciones que por su
propia naturaleza puedan presentar un riesgo más
elevado de blanqueo de capitales o de financiación
del terrorismo. En todo caso tendrán esta considera-
ción la actividad de banca privada, los servicios de
envío de dinero y las operaciones de cambio de
moneda extranjera.

Reglamentariamente podrán concretarse las medi-
das reforzadas de diligencia debida exigibles en las
áreas de negocio o actividades que presenten un ries-
go más elevado de blanqueo de capitales o de finan-
ciación del terrorismo.

Artículo 12. Relaciones de negocio y operaciones
no presenciales.

1. Los sujetos obligados podrán establecer relacio-
nes de negocio o ejecutar operaciones a través de
medios telefónicos, electrónicos o telemáticos con
clientes que no se encuentren físicamente presentes,
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siempre que concurra alguna de las siguientes cir-
cunstancias:

a) La identidad del cliente quede acreditada de
conformidad con lo dispuesto en la normativa aplica-
ble sobre firma electrónica.

b) El primer ingreso proceda de una cuenta a nom-
bre del mismo cliente abier ta en una entidad domici-
liada en España, en la Unión Europea o en países ter-
ceros equivalentes.

c) Se verifiquen los requisitos que se determinen
reglamentariamente.

En todo caso, en el plazo de un mes desde el esta-
blecimiento de la relación de negocio, los sujetos obli-
gados deberán obtener de estos clientes una copia
de los documentos necesarios para practicar la dili-
gencia debida.

Cuando se aprecien discrepancias entre los datos
facilitados por el cliente y otra información accesible o
en poder del sujeto obligado, será preceptivo proce-
der a la identificación presencial.

Los sujetos obligados adoptarán medidas adicio-
nales de diligencia debida cuando en el curso de la
relación de negocio aprecien riesgos superiores al
riesgo promedio.

2. Los sujetos obligados establecerán políticas y
procedimientos para afrontar los riesgos específicos
asociados con las relaciones de negocio y operacio-
nes no presenciales.

Artículo 13. Corresponsalía bancaria transfronteri-
za.

1. Con respecto a las relaciones de corresponsalía
bancaria transfronteriza con entidades clientes de ter-
ceros países, las entidades de crédito deberán aplicar
las siguientes medidas:

a) Reunir sobre la entidad cliente información sufi-
ciente para comprender la naturaleza de sus activida-
des y determinar, a partir de información de dominio
público, su reputación y la calidad de su supervisión.

b) Evaluar los controles contra el blanqueo de capi-
tales y la financiación del terrorismo de que disponga
la entidad cliente.

c) Obtener autorización del inmediato nivel directi-
vo, como mínimo, antes de establecer nuevas relacio-
nes de corresponsalía bancaria.

d) Documentar las responsabilidades respectivas
de cada entidad.

2. Las entidades de crédito no establecerán o
mantendrán relaciones de corresponsalía con bancos
pantalla. Asimismo, las entidades de crédito adopta-
rán medidas adecuadas para asegurar que no enta-
blan o mantienen relaciones de corresponsalía con un
banco del que se conoce que permite el uso de sus
cuentas por bancos pantalla.

A estos efectos se entenderá por banco pantalla la
entidad de crédito, o entidad que desarrolle una acti-
vidad similar, constituida en un país en el que no
tenga una presencia física que permita ejercer una
verdadera gestión y dirección y que no sea filial de un
grupo financiero regulado.

3. Las entidades de crédito sujetas a la presente
Ley no establecerán o mantendrán relaciones de
corresponsalía que, directamente o través de una sub-
cuenta, permitan ejecutar operaciones a los clientes
de la entidad de crédito representada.

4. Las disposiciones del presente ar tículo serán
asimismo aplicables a las entidades de pago.

Artículo 14. Personas con responsabilidad pública.

1. Los sujetos obligados aplicarán medidas reforza-
das de diligencia debida en las relaciones de negocio
u operaciones de personas con responsabilidad públi-
ca.

Se considerarán personas con responsabilidad
pública aquellas personas físicas que desempeñen o
hayan desempeñado funciones públicas importantes
en otros Estados miembros de la Unión Europea o en
terceros países, así como sus familiares más próximos
y personas reconocidas como allegados.

A estos efectos se entenderá:

a) Por personas físicas que desempeñen o hayan
desempeñado funciones públicas importantes: los
jefes de Estado, jefes de Gobierno, ministros, secreta-
rios de Estado o subsecretarios; los parlamentarios;
los magistrados de tribunales supremos, tribunales
constitucionales u otras altas instancias judiciales
cuyas decisiones no admitan normalmente recurso,
salvo en circunstancias excepcionales, con inclusión
de los miembros equivalentes del Ministerio Fiscal; los
miembros de tribunales de cuentas o de consejos de
bancos centrales; los embajadores y encargados de
negocios; el alto personal militar de las Fuerzas
Armadas; y los miembros de los órganos de adminis-
tración, de gestión o de supervisión de empresas de
titularidad pública.

Estas categorías comprenderán, en su caso, car-
gos desempeñados a escala comunitaria e internacio-
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nal. Ninguna de estas categorías incluirá empleados
públicos de niveles intermedios o inferiores.

Sin perjuicio de la aplicación, basándose en un
análisis del riesgo, de medidas reforzadas de diligen-
cia debida, cuando una persona haya dejado de des-
empeñar una función pública importante durante al
menos dos años, no será obligatoria su consideración
como persona con responsabilidad pública.

b) Por familiares más próximos: el cónyuge o la
persona a quien se halle ligado de forma estable por
análoga relación de afectividad, así como los padres e
hijos, y los cónyuges o personas ligadas a los hijos de
forma estable por análoga relación de afectividad.

c) Por personas reconocidas como allegados: toda
persona física de la que sea notorio que ostente la
titularidad o el control de un instrumento o persona
jurídicos conjuntamente con alguna de las personas
mencionadas en la letra a), o mantenga otro tipo de
relaciones empresariales estrechas con las mismas, u
ostente la titularidad o el control de una persona o ins-
trumento jurídicos que notoriamente se haya consti-
tuido en beneficio de las mismas.

2. Además de las medidas normales de diligencia
debida, en las relaciones de negocio u operaciones
de personas con responsabilidad pública los sujetos
obligados deberán:

a) Aplicar procedimientos adecuados en función
del riesgo a fin de determinar si el interviniente o el
titular real es una persona con responsabilidad públi-
ca. Dichos procedimientos se incluirán en la política
expresa de admisión de clientes a que se refiere el
ar tículo 26.1.

b) Obtener la autorización del inmediato nivel
directivo, como mínimo, para establecer relaciones de
negocios con personas con responsabilidad pública.

c) Adoptar medidas adecuadas a fin de determinar
el origen del patrimonio y de los fondos con los que
se llevará a cabo la relación de negocios u operación.

d) Llevar a cabo un seguimiento reforzado y per-
manente de la relación de negocios.

Reglamentariamente podrá excepcionarse para
determinadas categorías de sujetos obligados la apli-
cación de todas o algunas de las medidas previstas
en las letras anteriores.

3. Cuando, por concurrir las circunstancias previs-
tas en el ar tículo 17, proceda el examen especial, los
sujetos obligados adoptarán las medidas adecuadas
para apreciar la eventual participación en el hecho u
operación de quien ostente o haya ostentado durante

los dos años anteriores la condición de cargo público
representativo o alto cargo de las Administraciones
Públicas españolas, o de sus familiares más próximos
y personas reconocidas como allegados.

Artículo 15. Tratamiento de datos de personas con
responsabilidad pública.

1. A fin de dar cumplimiento a las medidas estable-
cidas en el ar tículo anterior, los sujetos obligados
podrán proceder a la creación de ficheros donde se
contengan los datos identificativos de las personas
con responsabilidad pública, aun cuando no mantu-
vieran con las mismas una relación de negocios.

A tal efecto los sujetos obligados podrán recabar la
información disponible acerca de las personas con
responsabilidad pública sin contar con el consenti-
miento del interesado, aun cuando dicha información
no se encuentre disponible en fuentes accesibles al
público.

Los datos contenidos en los ficheros creados por
los sujetos obligados únicamente podrán ser utiliza-
dos para el cumplimiento de las medidas reforzadas
de diligencia debida previstas en esta Ley.

2. Será igualmente posible la creación por terceros
distintos de los sujetos obligados de ficheros en los
que se incluyan los datos identificativos de quienes
tengan la condición de personas con responsabilidad
pública con la exclusiva finalidad de colaborar con los
sujetos obligados en el cumplimiento de las medidas
reforzadas de diligencia debida.

Quienes procedan a la creación de estos ficheros
no podrán emplear los datos para ninguna otra finali-
dad distinta de la señalada en el párrafo anterior.

3. El tratamiento y cesión de los datos a los que se
refieren los dos apartados anteriores quedará sujeto a
lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de
diciembre, de Protección de Datos de Carácter
Personal y su normativa de desarrollo.

No obstante, no será preciso informar a los afecta-
dos acerca de la inclusión de sus datos en los fiche-
ros a los que se refiere este ar tículo.

4. Los sujetos obligados y los terceros a que se
refiere el apartado 2 deberán establecer procedimien-
tos que permitan la actualización continua de los
datos contenidos en los ficheros relativos a las perso-
nas con responsabilidad pública.

En todo caso deberán implantarse sobre el fichero
las medidas de seguridad de nivel alto previstas en la
normativa de protección de datos de carácter perso-
nal.
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Artículo 16. Productos u operaciones propicias al
anonimato y nuevos desarrollos tecnológicos.

Los sujetos obligados prestarán especial atención
a todo riesgo de blanqueo de capitales o de financia-
ción del terrorismo que pueda derivarse de productos
u operaciones propicias al anonimato, o de nuevos
desarrollos tecnológicos, y tomarán medidas adecua-
das a fin de impedir su uso para fines de blanqueo de
capitales o de financiación del terrorismo.

En tales casos, los sujetos obligados efectuarán un
análisis específico de los posibles riesgos en relación
con el blanqueo de capitales o la financiación del
terrorismo, que deberá documentarse y estar a dispo-
sición de las autoridades competentes.

CAPÍTULO III

De las obligaciones de información

Artículo 17. Examen especial.

Los sujetos obligados examinarán con especial
atención cualquier hecho u operación, con indepen-
dencia de su cuantía, que, por su naturaleza, pueda
estar relacionado con el blanqueo de capitales o la
financiación del terrorismo, reseñando por escrito los
resultados del examen. En particular, los sujetos obli-
gados examinarán con especial atención toda opera-
ción o pauta de comportamiento compleja, inusual o
sin un propósito económico o lícito aparente, o que
presente indicios de simulación o fraude.

Al establecer las medidas de control interno a que
se refiere el ar tículo 26, los sujetos obligados concre-
tarán el modo en que se dará cumplimiento a este
deber de examen especial, que incluirá la elaboración
y difusión entre sus directivos, empleados y agentes
de una relación de operaciones susceptibles de estar
relacionadas con el blanqueo de capitales o la finan-
ciación del terrorismo, la periódica revisión de tal rela-
ción y la utilización de aplicaciones informáticas apro-
piadas, teniendo en cuenta el tipo de operaciones,
sector de negocio, ámbito geográfico y volumen de la
información.

Reglamentariamente, podrán determinarse opera-
ciones que serán en todo caso objeto de examen
especial por los sujetos obligados.

Artículo 18. Comunicación por indicio.

1. Los sujetos obligados comunicarán, por iniciati-
va propia, al Servicio Ejecutivo de la Comisión de

Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones
Monetarias (en adelante, el Servicio Ejecutivo de la
Comisión) cualquier hecho u operación, incluso la
mera tentativa, respecto al que, tras el examen espe-
cial a que se refiere el ar tículo precedente, exista indi-
cio o certeza de que está relacionado con el blan-
queo de capitales o la financiación del terrorismo.

En particular, se comunicarán al Servicio Ejecutivo
de la Comisión las operaciones que, en relación con
las actividades señaladas en el ar tículo 1, muestren
una falta de correspondencia ostensible con la natura-
leza, volumen de actividad o antecedentes operativos
de los clientes, siempre que en el examen especial
previsto en el ar tículo precedente no se aprecie justi-
ficación económica, profesional o de negocio para la
realización de las operaciones.

2. Las comunicaciones a que se refiere el aparta-
do precedente se efectuarán sin dilación de conformi-
dad con los procedimientos correspondientes según
el ar tículo 26 y contendrán, en todo caso, la siguiente
información:

a) Relación e identificación de las personas físicas
o jurídicas que participan en la operación y concepto
de su participación en ella.

b) Actividad conocida de las personas físicas o jurí-
dicas que participan en la operación y corresponden-
cia entre la actividad y la operación.

c) Relación de operaciones vinculadas y fechas a
que se refieren con indicación de su naturaleza,
moneda en que se realizan, cuantía, lugar o lugares
de ejecución, finalidad e instrumentos de pago o
cobro utilizados.

d) Gestiones realizadas por el sujeto obligado
comunicante para investigar la operación comunica-
da.

e) Exposición de las circunstancias de toda índole
de las que pueda inferirse el indicio o certeza de rela-
ción con el blanqueo de capitales o con la financia-
ción del terrorismo o que pongan de manifiesto la
falta de justificación económica, profesional o de
negocio para la realización de la operación.

f) Cualesquiera otros datos relevantes para la pre-
vención del blanqueo de capitales o la financiación
del terrorismo que se determinen reglamentariamen-
te.

En todo caso, la comunicación al Servicio
Ejecutivo de la Comisión vendrá precedida de un pro-
ceso estructurado de examen especial de la opera-
ción de conformidad con lo establecido en el ar tículo
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17. En los casos en que el Servicio Ejecutivo de la
Comisión estime que el examen especial realizado
resulta insuficiente, devolverá la comunicación al suje-
to obligado a efectos de que por éste se profundice
en el examen de la operación, en la que se expresa-
rán sucintamente los motivos de la devolución y el
contenido a examinar.

En el caso de operaciones meramente intentadas,
el sujeto obligado registrará la operación como no eje-
cutada, comunicando al Servicio Ejecutivo de la
Comisión la información que se haya podido obtener.

3. La comunicación por indicio se efectuará por
los sujetos obligados en el soporte y con el formato
que determine el Servicio Ejecutivo de la Comisión.

4. Los directivos o empleados de los sujetos obli-
gados podrán comunicar directamente al Servicio
Ejecutivo de la Comisión las operaciones de que
conocieran y respecto de las cuales estimen que con-
curren indicios o certeza de estar relacionadas con el
blanqueo de capitales o con la financiación del terro-
rismo, en los casos en que, habiendo sido puestas de
manifiesto internamente, el sujeto obligado no hubie-
se informado al directivo o empleado comunicante del
curso dado a su comunicación.

Artículo 19. Abstención de ejecución.

1. Los sujetos obligados se abstendrán de ejecutar
cualquier operación de las señaladas en el ar tículo
precedente.

No obstante, cuando dicha abstención no sea
posible o pueda dificultar la investigación, los sujetos
obligados podrán ejecutar la operación, efectuando
inmediatamente una comunicación de conformidad
con lo establecido en el ar tículo 18. La comunicación
al Servicio Ejecutivo de la Comisión expondrá, ade-
más de la información a que se refiere el ar tículo 18.2,
los motivos que justificaron la ejecución de la opera-
ción.

2. A efectos de esta Ley se entenderá por justa
causa que motive la negativa a la autorización del
notario o su deber de abstención la presencia en la
operación bien de varios indicadores de riesgo de los
señalados por el órgano centralizado de prevención o
bien de indicio manifiesto de simulación o fraude de
ley. Para ello, y sin perjuicio de lo dispuesto en el ar tí-
culo 24, el notario recabará del cliente los datos preci-
sos para valorar la concurrencia de tales indicadores
o circunstancias en la operación.

Respecto de los registradores, la obligación de
abstención a que se refiere este ar tículo en ningún

caso impedirá la inscripción del acto o negocio jurídi-
co en los registros de la propiedad, mercantil o de
bienes muebles.

Artículo 20. Comunicación sistemática.

1. En todo caso los sujetos obligados comunicarán
al Servicio Ejecutivo de la Comisión con la periodici-
dad que se determine las operaciones que se esta-
blezcan reglamentariamente.

Sin perjuicio de ello, cuando las operaciones suje-
tas a comunicación sistemática presenten indicios o
certeza de estar relacionadas con el blanqueo de
capitales o la financiación del terrorismo, se estará a
lo dispuesto en los ar tículos 17, 18 y 19.

Reglamentariamente podrá exceptuarse de la obli-
gación de comunicación sistemática de operaciones
a determinadas categorías de sujetos obligados.

De no existir operaciones susceptibles de comuni-
cación los sujetos obligados comunicarán esta cir-
cunstancia al Servicio Ejecutivo de la Comisión con la
periodicidad que se determine reglamentariamente.

2. La comunicación sistemática de operaciones se
efectuará por los sujetos obligados en el soporte y
con el formato que determine el Servicio Ejecutivo de
la Comisión.

Artículo 21. Colaboración con la Comisión de
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones
Monetarias y con sus órganos de apoyo.

1. Los sujetos obligados facilitarán la documenta-
ción e información que la Comisión de Prevención del
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o
sus órganos de apoyo les requieran para el ejercicio
de sus competencias.

Los requerimientos precisarán la documentación
que haya de ser aportada o los extremos que hayan
de ser informados e indicarán expresamente el plazo
en que deban ser atendidos. Transcurrido el plazo
para la remisión de la documentación o información
requerida sin que ésta haya sido aportada o cuando
se aporte de forma incompleta por omisión de datos
que impidan examinar la situación en debida forma,
se entenderá incumplida la obligación establecida en
el presente ar tículo.

2. Los sujetos obligados establecerán, en el marco
de las medidas de control interno a que se refiere el
ar tículo 26, sistemas que les permitan responder de
forma completa y diligente a las solicitudes de infor-
mación que les curse la Comisión de Prevención del
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Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, sus
órganos de apoyo u otras autoridades legalmente
competentes sobre si mantienen o han mantenido a
lo largo de los diez años anteriores relaciones de
negocios con determinadas personas físicas o jurídi-
cas y sobre la naturaleza de dichas relaciones.

Artículo 22. No sujeción.

Los abogados no estarán sometidos a las obliga-
ciones establecidas en los ar tículos 7.3, 18 y 21 con
respecto a la información que reciban de uno de sus
clientes u obtengan sobre él al determinar la posición
jurídica en favor de su cliente o desempeñar su misión
de defender a dicho cliente en procesos judiciales o
en relación con ellos, incluido el asesoramiento sobre
la incoación o la forma de evitar un proceso, indepen-
dientemente de si han recibido u obtenido dicha infor-
mación antes, durante o después de tales procesos.

Sin perjuicio de lo establecido en la presente Ley,
los abogados guardarán el deber de secreto profesio-
nal de conformidad con la legislación vigente.

Artículo 23. Exención de responsabilidad.

La comunicación de buena fe de información a las
autoridades competentes con arreglo a la presente
Ley por los sujetos obligados o, excepcionalmente,
por sus directivos o empleados, no constituirá viola-
ción de las restricciones sobre divulgación de informa-
ción impuestas por vía contractual o por cualquier dis-
posición legal, reglamentaria o administrativa, y no
implicará para los sujetos obligados, sus directivos o
empleados ningún tipo de responsabilidad.

Artículo 24. Prohibición de revelación.

1. Los sujetos obligados y sus directivos o emplea-
dos no revelarán al cliente ni a terceros que se ha
comunicado información al Servicio Ejecutivo de la
Comisión, o que se está examinando o puede exami-
narse alguna operación por si pudiera estar relaciona-
da con el blanqueo de capitales o con la financiación
del terrorismo.

Esta prohibición no incluirá la revelación a las auto-
ridades competentes, incluidos los órganos centraliza-
dos de prevención, o la revelación por motivos policia-
les en el marco de una investigación penal.

2. La prohibición establecida en el apartado prece-
dente no impedirá:

a) La comunicación de información entre entida-
des financieras pertenecientes al mismo grupo. A

estos efectos, se estará a la definición de grupo esta-
blecida en el ar tículo 42 del Código de Comercio.

b) La comunicación de información entre los suje-
tos obligados a que se refieren los párrafos m) y ñ) del
ar tículo 2.1, cuando ejerzan sus actividades profesio-
nales, ya sea como empleados o de otro modo, den-
tro de la misma entidad jurídica o en una red. Se
entenderá por red, a estos efectos, la estructura más
amplia a la que pertenece la persona y que compar-
te una propiedad, gestión o supervisión de cumpli-
miento comunes.

c) La comunicación de información, referida a un
mismo cliente y a una misma operación en la que inter-
vengan dos o más entidades o personas, entre entida-
des financieras o entre los sujetos obligados a que se
refieren los párrafos m) y ñ) del artículo 2.1, siempre
que pertenezcan a la misma categoría profesional y
estén sujetos a obligaciones equivalentes en lo relativo
al secreto profesional y a la protección de datos perso-
nales. La información intercambiada se utilizará exclu-
sivamente a efectos de la prevención del blanqueo de
capitales y de la financiación del terrorismo.

Las excepciones establecidas en las letras anterio-
res también serán aplicables a la comunicación de
información entre personas o entidades domiciliadas
en la Unión Europea o en países terceros equivalen-
tes.

Queda prohibida la comunicación de información
con personas o entidades domiciliadas en países ter-
ceros no calificados como equivalentes o respecto de
los que la Comisión Europea adopte la decisión a que
se refiere la Disposición adicional de esta Ley.

3. Cuando los sujetos obligados a que se refieren
las letras m) y ñ) del ar tículo 2.1 intenten disuadir a un
cliente de una actividad ilegal, ello no constituirá reve-
lación a efectos de lo dispuesto en el apartado prime-
ro.

Artículo 25. Conservación de documentos.

1. Los sujetos obligados conservarán durante un
período mínimo de diez años la documentación en
que se formalice el cumplimiento de las obligaciones
establecidas en la presente Ley.

En particular, los sujetos obligados conservarán
para su uso en toda investigación o análisis, en mate-
ria de posibles casos de blanqueo de capitales o de
financiación del terrorismo, por parte del Servicio
Ejecutivo de la Comisión o de cualquier otra autoridad
legalmente competente:
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a) Copia de los documentos exigibles en aplica-
ción de las medidas de diligencia debida, durante un
periodo mínimo de diez años desde la terminación de
la relación de negocios o la ejecución de la operación.

b) Original o copia con fuerza probatoria de los
documentos o registros que acrediten adecuadamen-
te las operaciones, los intervinientes en las mismas y
las relaciones de negocio, durante un periodo mínimo
de diez años desde la ejecución de la operación o la
terminación de la relación de negocios.

2. Los sujetos obligados, con las excepciones que
se determinen reglamentariamente, almacenarán las
copias de los documentos de identificación a que se
refiere el ar tículo 3.2 en soportes ópticos, magnéticos
o electrónicos que garanticen su integridad, la correc-
ta lectura de los datos, la imposibilidad de manipula-
ción y su adecuada conservación y localización.

En todo caso, el sistema de archivo de los sujetos
obligados deberá asegurar la adecuada gestión y dis-
ponibilidad de la documentación, tanto a efectos de
control interno, como de atención en tiempo y forma
a los requerimientos de las autoridades.

CAPÍTULO IV

Del control interno

Artículo 26. Medidas de control interno.

1. Los sujetos obligados, con las excepciones que
se determinen reglamentariamente, aprobarán por
escrito y aplicarán políticas y procedimientos adecua-
dos en materia de diligencia debida, información, con-
servación de documentos, control interno, evaluación
y gestión de riesgos, garantía del cumplimiento de las
disposiciones pertinentes y comunicación, con objeto
de prevenir e impedir operaciones relacionadas con el
blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo.
Dichas políticas y procedimientos serán comunicados
a las sucursales y filiales con participación mayoritaria
situadas en terceros países.

Los sujetos obligados, con las excepciones que se
determinen reglamentariamente, aprobarán por escri-
to y aplicarán una política expresa de admisión de
clientes. Dicha política incluirá una descripción de
aquellos tipos de clientes que podrían presentar un
riesgo superior al riesgo promedio en función de los
factores que determine el sujeto obligado de acuerdo
con los estándares internacionales aplicables en cada
caso. La política de admisión de clientes será gradual,
adoptándose precauciones reforzadas respecto de

aquellos clientes que presenten un riesgo superior al
riesgo promedio.

Cuando exista un órgano centralizado de preven-
ción de las profesiones colegiadas sujetas a la presen-
te Ley, corresponderá al mismo la aprobación por
escrito de la política expresa de admisión de clientes.

2. Los sujetos obligados designarán como repre-
sentante ante el Servicio Ejecutivo de la Comisión a
una persona que ejerza cargo de administración o
dirección de la sociedad. En el caso de empresarios
o profesionales individuales será representante ante el
Servicio Ejecutivo de la Comisión el titular de la activi-
dad. Con las excepciones que se determinen regla-
mentariamente, la propuesta de nombramiento del
representante, acompañada de una descripción deta-
llada de su trayectoria profesional, será comunicada al
Servicio Ejecutivo de la Comisión que, de forma razo-
nada, podrá formular reparos u observaciones. El
representante ante el Servicio Ejecutivo de la
Comisión será responsable del cumplimiento de las
obligaciones de información establecidas en la pre-
sente Ley, para lo que tendrá acceso sin limitación
alguna a cualquier información obrante en el sujeto
obligado.

Los sujetos obligados establecerán un órgano ade-
cuado de control interno responsable de la aplicación
de las políticas y procedimientos a que se refiere el
apartado 1. El órgano de control interno, que contará,
en su caso, con representación de las distintas áreas
de negocio del sujeto obligado, se reunirá, levantando
acta expresa de los acuerdos adoptados, con la perio-
dicidad que se determine en el procedimiento de con-
trol interno. Reglamentariamente se podrán determi-
nar las categorías de sujetos obligados para las que
no resulte preceptiva la constitución de un órgano de
control interno, siendo las funciones de éste ejercidas
en tales supuestos por el representante ante el
Servicio Ejecutivo de la Comisión.

Para el ejercicio de sus funciones el representante
ante el Servicio Ejecutivo de la Comisión y el órgano
de control interno deberán contar con los recursos
materiales, humanos y técnicos necesarios.
Reglamentariamente se determinará para determina-
das categorías de sujetos obligados la exigencia de
constitución de unidades técnicas para el tratamiento
y análisis de la información.

Los órganos de prevención del blanqueo de capi-
tales y la financiación del terrorismo operarán, en todo
caso, con separación funcional del departamento o
unidad de auditoría interna del sujeto obligado.
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3. Los sujetos obligados, con las excepciones que
se determinen reglamentariamente, deberán aprobar
un manual adecuado de prevención del blanqueo de
capitales y de la financiación del terrorismo, que se
mantendrá actualizado, con información completa
sobre las medidas de control interno a que se refieren
los apartados anteriores. Para el ejercicio de su fun-
ción de supervisión e inspección, el manual estará a
disposición del Servicio Ejecutivo de la Comisión, que
podrá proponer al Comité Permanente de la
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e
Infracciones Monetarias la formulación de requeri-
mientos instando a los sujetos obligados a adoptar las
medidas correctoras oportunas.

Los sujetos obligados podrán remitir voluntaria-
mente su manual al Servicio Ejecutivo de la Comisión,
a efectos de que por éste se determine la adecuación
de las medidas de control interno establecidas, o que
se propongan establecer. La conformidad del manual
con las recomendaciones formuladas por el Servicio
Ejecutivo de la Comisión permitirá entender cumplida
la obligación establecida en el presente apartado.

4. Las medidas de control interno previstas en este
artículo podrán establecerse a nivel de grupo, de
acuerdo con la definición recogida en el ar tículo
24.2.a), siempre que dicha decisión se comunique al
Servicio Ejecutivo de la Comisión, con especificación
de los sujetos obligados comprendidos dentro de la
estructura del grupo.

Artículo 27. Órganos centralizados de prevención.

1. Mediante Orden del Ministro de Economía y
Hacienda podrá acordarse la constitución de órganos
centralizados de prevención de las profesiones cole-
giadas sujetas a la presente Ley.

Los órganos centralizados de prevención tendrán
por función la intensificación y canalización de la cola-
boración de las profesiones colegiadas con las autori-
dades judiciales, policiales y administrativas responsa-
bles de la prevención y represión del blanqueo de
capitales y de la financiación del terrorismo, sin perjui-
cio de la responsabilidad directa de los profesionales
incorporados como sujetos obligados. El representan-
te del órgano centralizado de prevención tendrá la
condición de representante de los profesionales incor-
porados a efectos de lo dispuesto en el ar tículo 26.2.

2. Los órganos centralizados de prevención exami-
narán, por propia iniciativa o a petición de los profe-
sionales incorporados, las operaciones a que se refie-
re el ar tículo 17, comunicándolas al Servicio Ejecutivo

de la Comisión cuando concurran las circunstancias
establecidas en el ar tículo 18. Los profesionales incor-
porados deberán facilitar al órgano centralizado de
prevención toda la información que éste les requiera
para el ejercicio de sus funciones. Asimismo, de con-
formidad con lo dispuesto en el ar tículo 21, los profe-
sionales incorporados facilitarán toda la documenta-
ción e información que la Comisión de Prevención del
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o
sus órganos de apoyo les requieran, directamente o
por intermedio del órgano centralizado de prevención,
para el ejercicio de sus competencias.

3. Con excepción de los funcionarios a que se
refiere el ar tículo 2.1.n), la incorporación de los sujetos
obligados a los órganos centralizados de prevención
será voluntaria.

Artículo 28. Examen externo.

1. Las medidas de control interno a que se refiere
el ar tículo 26 serán objeto de examen anual por un
experto externo.

Los resultados del examen serán consignados en
un informe escrito que describirá detalladamente las
medidas de control interno existentes, valorará su efi-
cacia operativa y propondrá, en su caso, eventuales
rectificaciones o mejoras. No obstante, en los dos
años sucesivos a la emisión del informe podrá éste
ser sustituido por un informe de seguimiento emitido
por el experto externo, referido exclusivamente a la
adecuación de las medidas adoptadas por el sujeto
obligado para solventar las deficiencias identificadas.

Mediante Orden del Ministro de Economía y
Hacienda podrán aprobarse los modelos a que
habrán de ajustarse los informes emitidos.

El informe se elevará en el plazo máximo de tres
meses desde la fecha de emisión al Consejo de
Administración o, en su caso, al órgano de administra-
ción o al principal órgano directivo del sujeto obliga-
do, que adoptará las medidas necesarias para solven-
tar las deficiencias identificadas.

2. Los sujetos obligados deberán encomendar la
práctica del examen externo a personas que reúnan
condiciones académicas y de experiencia profesional
que las hagan idóneas para el desempeño de la fun-
ción.

Quienes pretendan actuar como expertos exter-
nos deberán comunicarlo al Servicio Ejecutivo de la
Comisión antes de iniciar su actividad e informar a
éste semestralmente de la relación de sujetos obliga-
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dos cuyas medidas de control interno hayan examina-
do.

Los sujetos obligados no podrán encomendar la
práctica del examen externo a aquellas personas físi-
cas que les hayan prestado o presten cualquier otra
clase de servicios retribuidos durante los tres años
anteriores o posteriores a la emisión del informe.

3. El informe estará en todo caso a disposición de
la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales
e Infracciones Monetarias o de sus órganos de apoyo
durante los cinco años siguientes a la fecha de emi-
sión.

4. La obligación establecida en este ar tículo no
será exigible a los empresarios o profesionales indivi-
duales.

Artículo 29. Formación de empleados.

Los sujetos obligados adoptarán las medidas opor-
tunas para que sus empleados tengan conocimiento
de las exigencias derivadas de esta Ley.

Estas medidas incluirán la participación debida-
mente acreditada de los empleados en cursos especí-
ficos de formación permanente orientados a detectar
las operaciones que puedan estar relacionadas con el
blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo
e instruirles sobre la forma de proceder en tales
casos. Las acciones formativas serán objeto de un
plan anual que, diseñado en función de los riesgos
del sector de negocio del sujeto obligado, será apro-
bado por el órgano de control interno.

Artículo 30. Protección e idoneidad de empleados,
directivos y agentes.

1. Los sujetos obligados adoptarán las medidas
adecuadas para mantener la confidencialidad sobre la
identidad de los empleados, directivos o agentes que
hayan realizado una comunicación a los órganos de
control interno.

Toda autoridad o funcionario tomará las medidas
apropiadas a fin de proteger frente a cualquier amena-
za o acción hostil a los empleados, directivos o agen-
tes de los sujetos obligados que comuniquen indicios
de blanqueo de capitales o de financiación del terro-
rismo.

El representante a que se refiere el ar tículo 26.2
será la persona que comparecerá en toda clase de
procedimientos administrativos o judiciales en rela-
ción con los datos recogidos en las comunicaciones
al Servicio Ejecutivo de la Comisión o cualquier otra

información complementaria que pueda referirse a
aquéllas cuando se estime imprescindible obtener la
aclaración, complemento o confirmación del propio
sujeto obligado.

2. Los sujetos obligados establecerán por escrito y
aplicarán políticas y procedimientos adecuados para
asegurar altos estándares éticos en la contratación de
empleados, directivos y agentes.

Artículo 31. Sucursales y filiales en terceros países.

1. Los sujetos obligados aplicarán en sus sucursa-
les y filiales con participación mayoritaria situadas en
terceros países medidas de prevención del blanqueo
de capitales y de la financiación del terrorismo al
menos equivalentes a las establecidas por el derecho
comunitario.

El Servicio Ejecutivo de la Comisión podrá super-
visar la idoneidad de tales medidas.

2. Cuando el derecho del tercer país no permita la
aplicación de medidas equivalentes a las establecidas
por el derecho comunitario, los sujetos obligados
adoptarán respecto de sus sucursales y filiales con
participación mayoritaria medidas adicionales para
hacer frente eficazmente al riesgo de blanqueo de
capitales o de financiación del terrorismo, e informa-
rán al Servicio Ejecutivo de la Comisión, que podrá
proponer al Comité Permanente de la Comisión de
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones
Monetarias la formulación de requerimientos para la
adopción de medidas de obligado cumplimiento.

La Secretaría de la Comisión de Prevención del
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias (en
adelante, la Secretaría de la Comisión) informará a la
Comisión Europea de aquellos casos en que el dere-
cho del tercer país no permita la aplicación de medi-
das equivalentes y en los que se pueda actuar en el
marco de un procedimiento acordado para hallar una
solución.

Artículo 32. Protección de datos de carácter perso-
nal.

1. El tratamiento de datos de carácter personal, así
como los ficheros, automatizados o no, creados para
el cumplimiento de las disposiciones de esta Ley se
someterán a lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999
y su normativa de desarrollo.

2. No se requerirá el consentimiento del interesado
para el tratamiento de datos que resulte necesario
para el cumplimiento de las obligaciones de informa-
ción a que se refiere el Capítulo III.
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Tampoco será necesario el mencionado consenti-
miento para las comunicaciones de datos previstas en
el citado Capítulo y, en particular, para las previstas
en el ar tículo 24.2.

3. En vir tud de lo dispuesto en el ar tículo 24.1, y en
relación con las obligaciones a las que se refiere el
apartado anterior, no será de aplicación al tratamien-
to de datos la obligación de información prevista en el
ar tículo 5 de la Ley Orgánica 15/1999.

Asimismo, no serán de aplicación a los ficheros y
tratamientos a los que se refiere este precepto las nor-
mas contenidas en la citada Ley Orgánica referidas al
ejercicio de los derechos de acceso, rectificación,
cancelación y oposición. En caso de ejercicio de los
citados derechos por el interesado, los sujetos obliga-
dos se limitarán a ponerle de manifiesto lo dispuesto
en este ar tículo.

Lo dispuesto en el presente apartado será igual-
mente aplicable a los ficheros creados y gestionados
por el Servicio Ejecutivo de la Comisión para el cum-
plimiento de las funciones que le otorga esta Ley.

4. Los órganos centralizados de prevención a los
que se refiere el ar tículo 27 tendrán la condición de
encargados del tratamiento a los efectos previstos en
la normativa de protección de datos de carácter per-
sonal.

5. Serán de aplicación a los ficheros a los que se
refiere este ar tículo las medidas de seguridad de nivel
alto previstas en la normativa de protección de datos
de carácter personal.

Artículo 33. Intercambio de información entre suje-
tos obligados y ficheros centralizados de prevención
del fraude.

1. Sin perjuicio de lo establecido en el ar tículo
24.2, cuando concurran las circunstancias excepcio-
nales que se determinen reglamentariamente, la
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e
Infracciones Monetarias podrá acordar el intercambio
de información referida a determinado tipo de opera-
ciones distintas de las previstas en el ar tículo 18 o a
clientes sujetos a determinadas circunstancias siem-
pre que el mismo se produzca entre sujetos obligados
que se encuentren en una o varias de las categorías
previstas en el ar tículo 2.

El Acuerdo determinará en todo caso el tipo de
operación o la categoría de cliente respecto de la que
se autoriza el intercambio de información, así como
las categorías de sujetos obligados que podrán inter-
cambiar la información.

2. Asimismo, los sujetos obligados podrán inter-
cambiar información relativa a las operaciones a las
que se refieren los ar tículos 18 y 19 con la única fina-
lidad de prevenir o impedir operaciones relacionadas
con el blanqueo de capitales o la financiación del
terrorismo cuando de las características u operativa
del supuesto concreto se desprenda la posibilidad de
que, una vez rechazada, pueda intentarse ante otros
sujetos obligados el desarrollo de una operativa total
o parcialmente similar a aquélla.

3. Los sujetos obligados y las autoridades judicia-
les, policiales y administrativas competentes en mate-
ria de prevención o represión del blanqueo de capita-
les o de la financiación del terrorismo podrán consul-
tar la información contenida en los ficheros que fue-
ren creados, de acuerdo con lo previsto en la norma-
tiva vigente en materia de protección de datos de
carácter personal, por entidades privadas con la finali-
dad de prevención del fraude en el sistema financiero,
siempre que el acceso a dicha información fuere
necesario para las finalidades descritas en los aparta-
dos anteriores.

4. El acceso a los datos a los que se refiere este
precepto deberá quedar limitado a los órganos de
control interno previstos en el ar tículo 26, con inclu-
sión de las unidades técnicas que constituyan los
sujetos obligados.

5. No será de aplicación a los intercambios de
información previstos en este ar tículo lo dispuesto en
la Ley Orgánica 15/1999 en lo referente a la exigencia
de consentimiento del interesado, el deber de infor-
mación al mismo y el ejercicio de los derechos de
acceso, rectificación, cancelación y oposición.

Serán de aplicación a los tratamientos derivados
de las comunicaciones previstas en este ar tículo las
medidas de seguridad de nivel alto previstas en la nor-
mativa de protección de datos de carácter personal.

CAPÍTULO V

De los medios de pago

Artículo 34. Obligación de declarar.

1. Deberán presentar declaración previa en los tér-
minos establecidos en el presente Capítulo las perso-
nas físicas que, actuando por cuenta propia o de ter-
cero, realicen los siguientes movimientos:

a) Salida o entrada en territorio nacional de medios
de pago por importe igual o superior a 10.000 euros
o su contravalor en moneda extranjera.
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b) Movimientos por territorio nacional de medios
de pago por importe igual o superior a 100.000 euros
o su contravalor en moneda extranjera.

A estos efectos se entenderá por movimiento cual-
quier cambio de lugar o posición que se verifique en
el exterior del domicilio del portador de los medios de
pago.

Se exceptúan de la obligación de declaración esta-
blecida en el presente ar tículo las personas físicas
que actúen por cuenta de empresas que, debidamen-
te autorizadas e inscritas por el Ministerio del Interior,
ejerzan actividades de transporte profesional de fon-
dos o medios de pago.

2. A los efectos de esta Ley se entenderá por
medios de pago:

a) El papel moneda y la moneda metálica, naciona-
les o extranjeros.

b) Los cheques bancarios al portador denomina-
dos en cualquier moneda.

c) Cualquier otro medio físico, incluidos los electró-
nicos, concebido para ser utilizado como medio de
pago al portador.

3. En caso de salida o entrada en territorio nacional
estarán asimismo sujetos a la obligación de declara-
ción establecida en este artículo los movimientos por
importe superior a 10.000 euros o su contravalor en
moneda extranjera de efectos negociables al portador,
incluidos instrumentos monetarios como los cheques
de viaje, instrumentos negociables, incluidos cheques,
pagarés y órdenes de pago, ya sean extendidos al por-
tador, endosados sin restricción, extendidos a la orden
de un beneficiario ficticio o en otra forma en vir tud de
la cual la titularidad de los mismos se transmita a la
entrega, y los instrumentos incompletos, incluidos che-
ques, pagarés y órdenes de pago, firmados pero con
omisión del nombre del beneficiario.

4. La declaración establecida en el presente ar tícu-
lo se ajustará al modelo aprobado y deberá contener
datos veraces relativos al portador, propietario, desti-
natario, importe, naturaleza, procedencia, uso previs-
to, itinerario y modo de transporte de los medios de
pago. La obligación de declarar se entenderá incum-
plida cuando la información consignada sea incorrec-
ta o incompleta.

El modelo de declaración, una vez íntegramente
cumplimentado, será firmado y presentado por la per-
sona que transporte los medios de pago. Durante
todo el movimiento los medios de pago deberán ir
acompañados de la oportuna declaración debida-

mente diligenciada y ser transportados por la persona
consignada como portador.

Mediante Orden del Ministro de Economía y
Hacienda se regulará el modelo, forma y lugar de
declaración y podrán modificarse las cuantías recogi-
das en las letras a) y b) del apartado primero de este
artículo.

Artículo 35. Control e intervención de los medios
de pago.

1. Con el fin de comprobar el cumplimiento de la
obligación de declaración establecida en el ar tículo
precedente, los funcionarios aduaneros o policiales
estarán facultados para controlar e inspeccionar a las
personas físicas, sus equipajes y sus medios de trans-
porte.

El control e inspección de mercancías se verificará
de acuerdo con lo establecido en la legislación adua-
nera.

2. La omisión de la declaración, cuando ésta sea
preceptiva, o la falta de veracidad de los datos decla-
rados, siempre que pueda estimarse como especial-
mente relevante, determinará la intervención por los
funcionarios aduaneros o policiales actuantes de la
totalidad de los medios de pago hallados, salvo el
mínimo de supervivencia que pueda determinarse
mediante orden del Ministro de Economía y
Hacienda.

A estos efectos, se considerará en todo caso como
especialmente relevante la falta de veracidad total o
parcial de los datos relativos al portador, propietario,
destinatario, procedencia o uso previsto de los
medios de pago, así como la variación por exceso o
defecto del importe declarado respecto del real en
más de un 10 por ciento o de 3.000 euros.

Asimismo, procederá la intervención cuando, no
obstante haberse declarado el movimiento o no exce-
derse el umbral de declaración, existan indicios o cer-
teza de que los medios de pago están relacionados
con el blanqueo de capitales o la financiación del
terrorismo, o cuando concurran dudas racionales
sobre la veracidad de los datos consignados en la
declaración.

Los medios de pago intervenidos se ingresarán en
la misma moneda o divisa intervenida en las cuentas
abiertas a nombre de la Comisión de Prevención del
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, no
estando sujetos a lo dispuesto en el ar tículo 34 los
funcionarios policiales o aduaneros actuantes.
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El acta de intervención, de la que se dará traslado
inmediato al Servicio Ejecutivo de la Comisión para su
investigación y a la Secretaría de la Comisión para la
incoación, en su caso, del correspondiente procedi-
miento sancionador, deberá indicar expresamente si
los medios de pago intervenidos fueron hallados en
lugar o situación que mostrase una clara intención de
ocultarlos. El acta de intervención tendrá valor probato-
rio, sin perjuicio de las pruebas que en defensa de sus
derechos o intereses puedan aportar los interesados.

3. Cuando en el curso de un procedimiento judi-
cial se aprecie incumplimiento de la obligación de
declaración establecida en el ar tículo precedente, el
juzgado o tribunal lo comunicará a la Secretaría de la
Comisión, poniendo a su disposición los medios de
pago intervenidos no sujetos a responsabilidades
penales, procediéndose según lo previsto en el apar-
tado precedente.

Artículo 36. Tratamiento de la información.

La información obtenida como resultado de la obli-
gación de declaración deberá remitirse al Servicio
Ejecutivo de la Comisión mediante la utilización de
medios electrónicos, informáticos o telemáticos con
uso del soporte informático normalizado que determi-
ne el Servicio Ejecutivo de la Comisión. La informa-
ción relativa a las incautaciones se centralizará en la
Secretaría de la Comisión.

La Administración tributaria y las Fuerzas y
Cuerpos de Seguridad tendrán acceso a la informa-
ción a que se refiere el párrafo precedente para el
ejercicio de sus competencias.

Artículo 37. Intercambio de información.

La información obtenida a partir de la declaración
establecida en el ar tículo 34 o de los controles a que
se refiere el ar tículo 35 podrá transmitirse a las auto-
ridades competentes de otros Estados.

Cuando haya indicios de relación con el producto
de un fraude o con cualquier otra actividad ilegal que
perjudique a los intereses financieros de la
Comunidad Europea, dicha información se transmitirá
también a la Comisión Europea.

CAPÍTULO VI

Otras disposiciones

Artículo 38. Comercio de bienes.

Las personas físicas o jurídicas que comercien pro-
fesionalmente con bienes quedarán sujetas a las obli-

gaciones establecidas en los ar tículos 3, 17, 18, 19, 21,
24 y 25 respecto de las transacciones en que los
cobros o pagos se efectúen con los medios de pago
a que se refiere el ar tículo 34.2 de esta Ley y por
importe superior a 15.000 euros, ya se realicen en una
o en varias operaciones entre las que parezca existir
algún tipo de relación.

En función de un análisis del riesgo podrán exten-
derse reglamentariamente respecto de las referidas
transacciones todas o algunas de las restantes obliga-
ciones establecidas en la presente Ley.

Artículo 39. Fundaciones y asociaciones.

El Protectorado y el Patronato, en ejercicio de las
funciones que les atribuye la Ley 50/2002, de 26 de
diciembre, de Fundaciones, y el personal con respon-
sabilidades en la gestión de las fundaciones velarán
para que éstas no sean utilizadas para el blanqueo de
capitales o para canalizar fondos o recursos a las per-
sonas o entidades vinculadas a grupos u organizacio-
nes terroristas.

A estos efectos, todas las fundaciones conserva-
rán durante el plazo establecido en el ar tículo 25
registros con la identificación de todas las personas
que aporten o reciban a título gratuito fondos o recur-
sos de la fundación, en los términos de los ar tículos 3
y 4 de esta Ley. Estos registros estarán a disposición
del Protectorado, de la Comisión de Vigilancia de
Actividades de Financiación del Terrorismo, de la
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e
Infracciones Monetarias o de sus órganos de apoyo,
así como de los órganos administrativos o judiciales
con competencias en el ámbito de la prevención o
persecución del blanqueo de capitales o del terroris-
mo.

Lo dispuesto en los párrafos anteriores será asimis-
mo de aplicación a las asociaciones, correspondiendo
en tales casos al órgano de gobierno o asamblea
general, a los miembros del órgano de representación
que gestione los intereses de la asociación y al orga-
nismo encargado de verificar su constitución, en el
ejercicio de las funciones que tiene atribuidas por el
ar tículo 34 de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de
marzo, reguladora del Derecho de Asociación, cum-
plir con lo establecido el presente ar tículo.

Atendiendo a los riesgos a que se encuentre
expuesto el sector, podrán extenderse reglamentaria-
mente a las fundaciones y asociaciones las restantes
obligaciones establecidas en la presente Ley.
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Artículo 40. Entidades gestoras colaboradoras.

Los gestores de sistemas de pago y de compensa-
ción y liquidación de valores y productos financieros
derivados, así como los gestores de tarjetas de crédi-
to o débito emitidas por otras entidades, colaborarán
con la Comisión de Prevención del Blanqueo de
Capitales e Infracciones Monetarias y con sus órga-
nos de apoyo proporcionando la información de que
dispongan relativa a las operaciones efectuadas, con-
forme a lo previsto en el ar tículo 21.1.

Artículo 41. Envío de dinero.

En las operaciones de envío de dinero a que se
refiere el ar tículo 2 de la Ley 16/2009, de 13 de
noviembre, de servicios de pago, las transferencias
correspondientes deberán cursarse a través de cuen-
tas abier tas en entidades de crédito, tanto en el país
de destino de los fondos como en cualquier otro en el
que operen los corresponsales en el extranjero o sis-
temas intermedios de compensación. Las entidades
que presten servicios de envío de dinero sólo contra-
tarán con corresponsales en el extranjero o sistemas
intermedios de compensación que cuenten con méto-
dos adecuados de liquidación de fondos y de preven-
ción del blanqueo de capitales y de la financiación del
terrorismo.

Los fondos así gestionados deberán ser utilizados
única y exclusivamente para el pago de las transferen-
cias ordenadas, sin que quepa el empleo de los mis-
mos para otros fines. En todo caso, el abono a los
corresponsales que paguen a los beneficiarios de las
transferencias se hará necesariamente en cuentas en
entidades de crédito abier tas en el país en que se
efectúe ese pago.

En todo momento, las entidades a que se refiere
este ar tículo deberán asegurar el seguimiento de la
operación hasta su recepción por el beneficiario final,
debiendo esta información ser facilitada de conformi-
dad con lo previsto en el ar tículo 21.

Artículo 42. Contramedidas financieras internacio-
nales.

Sin perjuicio del efecto directo de los reglamentos
comunitarios, el Consejo de Ministros, a propuesta
del Ministro de Economía y Hacienda, podrá prohibir,
restringir o condicionar las transacciones económicas
con Estados, entidades o personas respecto de los
que una organización, institución o grupo internacio-
nal decida o recomiende la adopción de contramedi-
das financieras.

Artículo 43. Fichero de Titularidades Financieras.

1. Con la finalidad de prevenir e impedir el blan-
queo de capitales y la financiación del terrorismo, las
entidades de crédito deberán declarar al Servicio
Ejecutivo de la Comisión, con la periodicidad que
reglamentariamente se determine, la apertura o can-
celación de cuentas corrientes, cuentas de ahorro,
cuentas de valores y depósitos a plazo.

La declaración contendrá, en todo caso, los datos
identificativos de los titulares, representantes o autori-
zados, así como de cualesquiera otras personas con
poderes de disposición, la fecha de apertura o cance-
lación, el tipo de cuenta o depósito y los datos identi-
ficativos de la entidad de crédito declarante.

2. Los datos declarados serán incluidos en un
fichero de titularidad pública, denominado Fichero de
Titularidades Financieras, del cual será responsable la
Secretaría de Estado de Economía.

El Servicio Ejecutivo de la Comisión, como encar-
gado del tratamiento, determinará, con arreglo a lo
establecido en la Ley Orgánica 15/1999, las caracterís-
ticas técnicas del fichero, pudiendo aprobar las ins-
trucciones pertinentes.

3. Con ocasión de la investigación de delitos rela-
cionados con el blanqueo de capitales o la financia-
ción del terrorismo, los jueces de instrucción, el
Ministerio Fiscal y, previa autorización judicial o del
Ministerio Fiscal, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad,
podrán obtener los datos declarados en el Fichero de
Titularidades Financieras. El Servicio Ejecutivo de la
Comisión podrá obtener los referidos datos para el
ejercicio de sus competencias. La Agencia Estatal de
Administración Tributaria podrá obtener los referidos
datos en los términos previstos en la Ley 58/2003, de
17 de diciembre, General Tributaria.

Toda petición de acceso a los datos del Fichero de
Titularidades Financieras habrá de ser adecuadamen-
te motivada por el órgano requirente, que será respon-
sable de la regularidad del requerimiento. En ningún
caso podrá requerirse el acceso al Fichero para finali-
dades distintas de la prevención o represión del blan-
queo de capitales o de la financiación del terrorismo.

4. Sin perjuicio de las competencias que corres-
pondan a la Agencia Española de Protección de
Datos, un miembro del Ministerio Fiscal designado
por el Fiscal General del Estado de conformidad con
los trámites previstos en el Estatuto Orgánico del
Ministerio Fiscal y que durante el ejercicio de esta acti-
vidad no se encuentre desarrollando su función en
alguno de los órganos del Ministerio Fiscal encarga-
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dos de la persecución de los delitos de blanqueo de
capitales o financiación del terrorismo velará por el
uso adecuado del fichero, a cuyos efectos podrá
requerir justificación completa de los motivos de cual-
quier acceso.

CAPÍTULO VII

De la organización institucional

Artículo 44. Comisión de Prevención del Blanqueo
de Capitales e Infracciones Monetarias.

1. El impulso y coordinación de la ejecución de la
presente Ley corresponderá a la Comisión de
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones
Monetarias, dependiente de la Secretaría de Estado
de Economía.

2. Serán funciones de la Comisión de Prevención
del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias
las siguientes:

a) Dirigir e impulsar las actividades de prevención
de la utilización del sistema financiero o de otros sec-
tores de actividad económica para el blanqueo de
capitales o la financiación del terrorismo, así como de
prevención de las infracciones administrativas de la
normativa sobre transacciones económicas con el
exterior.

b) Colaborar con las Fuerzas y Cuerpos de
Seguridad, coordinando las actividades de investiga-
ción y prevención llevadas a cabo por los restantes
órganos de las Administraciones Públicas que tengan
atribuidas competencias en las materias señaladas en
la letra precedente.

c) Garantizar el más eficaz auxilio en estas mate-
rias a los órganos judiciales, al Ministerio Fiscal y a la
Policía Judicial.

d) Nombrar al Director del Servicio Ejecutivo de la
Comisión. El nombramiento se realizará a propuesta
del Presidente de la Comisión de Prevención del
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, pre-
via consulta con el Banco de España.

e) Aprobar, previa consulta con el Banco de
España, el presupuesto del Servicio Ejecutivo de la
Comisión.

f) Orientar de forma permanente la actuación del
Servicio Ejecutivo de la Comisión y aprobar su estruc-
tura organizativa y directrices de funcionamiento.

g) Aprobar, a propuesta del Servicio Ejecutivo de
la Comisión y, en caso de convenio, de los órganos de

supervisión de las entidades financieras, el Plan Anual
de Inspección de los sujetos obligados, que tendrá
carácter reservado.

h) Formular requerimientos a los sujetos obligados
en el ámbito del cumplimiento de las obligaciones de
la presente Ley.

i) Servir de cauce de colaboración entre la
Administración Pública y las organizaciones represen-
tativas de los sujetos obligados en las materias y ámbi-
tos de actuación regulados en esta Ley.

j) Aprobar orientaciones y guías de actuación para
los sujetos obligados.

k) Informar los proyectos de disposiciones que
regulen aspectos relacionados con la presente Ley.

l) Elevar al Ministro de Economía y Hacienda las
propuestas de sanción cuya adopción corresponda a
éste o al Consejo de Ministros.

m) Acordar con los órganos supervisores de las
entidades financieras, mediante la firma de los oportu-
nos convenios, la coordinación de sus actuaciones
con las del Servicio Ejecutivo de la Comisión en mate-
ria de supervisión e inspección del cumplimiento de
las obligaciones impuestas a tales entidades en esta
Ley, con objeto de asegurar la eficiencia en la realiza-
ción de sus cometidos. En dichos convenios se podrá
prever que, sin perjuicio de las competencias de
supervisión e inspección del Servicio Ejecutivo, los
citados órganos supervisores ejerzan funciones de
supervisión del cumplimiento de las obligaciones
establecidas en los Capítulos II, III y IV de esta Ley con
respecto a los sujetos obligados y asuman la función
de efectuar recomendaciones, así como proponer
requerimientos a formular por el Comité Permanente
de la Comisión de Prevención del Blanqueo de
Capitales e Infracciones Monetarias.

n) Elaborar las estadísticas sobre blanqueo de
capitales y financiación del terrorismo, a cuyo efecto
deberán prestarle su colaboración todos los órganos
con competencias en la materia. En particular, la
Comisión Nacional de Estadística Judicial facilitará los
datos estadísticos sobre procesos judiciales que ten-
gan por objeto delitos de blanqueo de capitales o de
financiación del terrorismo.

ñ) Las demás funciones que le atribuyan las dispo-
siciones legales vigentes.

3. La Comisión de Prevención del Blanqueo de
Capitales e Infracciones Monetarias estará presidida
por el Secretario de Estado de Economía y tendrá la
composición que reglamentariamente se establezca.
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Contará, en todo caso, con la adecuada representa-
ción del Ministerio Fiscal, de los Ministerios e institu-
ciones con competencias en la materia, de los órga-
nos supervisores de las entidades financieras, así
como de las Comunidades Autónomas con compe-
tencias para la protección de personas y bienes y para
el mantenimiento de la seguridad ciudadana.

La Comisión de Prevención del Blanqueo de
Capitales e Infracciones Monetarias podrá actuar en
Pleno o a través de un Comité Permanente que, con
la composición que se determine reglamentariamente
y presidido por el Director General del Tesoro y
Política Financiera, ejercerá las funciones previstas en
las letras f), g) y h) del apartado precedente, o cuales-
quiera otras que el Pleno le delegue expresamente.
La asistencia al Pleno de la Comisión de Prevención
del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias
y a su Comité Permanente será personal y no delega-
ble.

Reglamentariamente, podrán establecerse otros
Comités dependientes de la Comisión de Prevención
del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

4. La Comisión de Prevención del Blanqueo de
Capitales e Infracciones Monetarias y la Comisión de
Vigilancia de Actividades de Financiación del
Terrorismo se prestarán la máxima colaboración para
el ejercicio de sus respectivas competencias.

Artículo 45. Órganos de apoyo de la Comisión de
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones
Monetarias.

1. La Comisión de Prevención del Blanqueo de
Capitales e Infracciones Monetarias llevará a cabo su
cometido con el apoyo de la Secretaría de la
Comisión y del Servicio Ejecutivo de la Comisión.

2. La Secretaría de la Comisión será desempeña-
da por la unidad orgánica, con rango al menos de
subdirección general, de las existentes en la
Secretaría de Estado de Economía, que reglamenta-
riamente se determine. Quien dirija dicha unidad orgá-
nica ostentará, con carácter nato, el cargo de
Secretario de la Comisión y de sus Comités.

Corresponderá a la Secretaría de la Comisión,
entre otras funciones, instruir los procedimientos san-
cionadores a que hubiere lugar por infracción de las
obligaciones previstas en esta Ley, así como formular
al Comité Permanente la correspondiente propuesta
de resolución. Asimismo, la Secretaría de la Comisión
dirigirá a los sujetos obligados los requerimientos del

Comité Permanente y dará cuenta al mismo del cum-
plimiento de dichos requerimientos.

3. El Servicio Ejecutivo de la Comisión es un órga-
no dependiente, orgánica y funcionalmente, de la
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e
Infracciones Monetarias, la cual, a través de su Comité
Permanente, orientará de forma permanente su actua-
ción y aprobará sus directrices de funcionamiento.

Las competencias relativas al régimen económico,
presupuestario y de contratación del Servicio
Ejecutivo de la Comisión serán ejercidas por el Banco
de España de acuerdo con su normativa específica,
suscribiéndose, a estos efectos, el oportuno convenio
con la Comisión de Prevención del Blanqueo de
Capitales e Infracciones Monetarias.

Los empleados del Banco de España destinados
en el Servicio Ejecutivo de la Comisión mantendrán
su relación laboral con el Banco de España, depende-
rán funcionalmente del Servicio Ejecutivo, y se regirán
por la normativa que regule el régimen de personal
del Banco de España.

El presupuesto del Servicio Ejecutivo, tras su apro-
bación por la Comisión de Prevención del Blanqueo
de Capitales e Infracciones Monetarias, se integrará,
con la debida separación, en la propuesta de presu-
puesto de gastos de funcionamiento e inversiones a
que se refiere el ar tículo 4.2 de la Ley 13/1994, de 1
de junio, de Autonomía del Banco de España. Los
gastos que contra el citado presupuesto hayan de rea-
lizarse serán atendidos por el Banco de España que
se resarcirá de ellos en la forma que se señala en el
apartado 5 de este ar tículo.

4. El Servicio Ejecutivo de la Comisión, sin perjui-
cio de las competencias atribuidas a las Fuerzas y
Cuerpos de la Seguridad y a otros Servicios de la
Administración, ejercerá las siguientes funciones:

a) Prestar el necesario auxilio a los órganos judicia-
les, al Ministerio Fiscal, a la Policía Judicial y a los
órganos administrativos competentes.

b) Elevar a los órganos e instituciones señalados
en la letra precedente las actuaciones de las que se
deriven indicios racionales de delito o, en su caso,
infracción administrativa.

c) Recibir las comunicaciones previstas en los ar tí-
culos 18 y 20.

d) Analizar la información recibida y darle el cauce
que en cada caso proceda.

e) Ejecutar las órdenes y seguir las orientaciones
dictadas por la Comisión de Prevención del Blanqueo
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de Capitales e Infracciones Monetarias o por su
Comité Permanente, así como elevarle los informes
que solicite.

f) Supervisar e inspeccionar el cumplimiento de las
obligaciones de los sujetos obligados establecidas en
esta Ley, de conformidad con lo previsto en el ar tícu-
lo 47.

g) Efectuar recomendaciones a los sujetos obliga-
dos orientadas a la mejora de las medidas de control
interno.

h) Proponer al Comité Permanente la formulación
de requerimientos a los sujetos obligados.

i) Informar, con las excepciones que se determinen
reglamentariamente, en los procedimientos de crea-
ción de entidades financieras sobre la adecuación de
las medidas de control interno previstas en el progra-
ma de actividades.

j) Informar, con las excepciones que se determinen
reglamentariamente, en los procedimientos de evalua-
ción cautelar de las adquisiciones y de los incremen-
tos de participaciones en el sector financiero.

k) Las demás previstas en esta Ley o que le atribu-
yan las disposiciones legales vigentes.

5. El Banco de España, por los gastos que realice
al amparo del presupuesto aprobado por la Comisión
de Prevención del Blanqueo de Capitales e
Infracciones Monetarias, formará una cuenta que,
debidamente justificada, remitirá a la Dirección
General del Tesoro y Política Financiera. La citada
Dirección, una vez comprobada dicha cuenta, la abo-
nará al Banco de España con cargo al concepto no
presupuestario que a estos efectos cree la
Intervención General de la Administración del Estado.

El saldo que presente el citado concepto será
regularizado con cargo a los beneficios que el Banco
de España ingresa anualmente en el Tesoro Público.

6. La responsabilidad patrimonial del Estado por la
actuación de los órganos de la Comisión de
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones
Monetarias será exigible, en su caso, ante el Ministro
de Economía y Hacienda en los términos establecidos
por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 46. Informes de inteligencia financiera.

1. El Servicio Ejecutivo de la Comisión analizará la
información recibida de los sujetos obligados o de
otras fuentes, remitiendo, si apreciara la existencia de
indicios o certeza de blanqueo de capitales o de

financiación del terrorismo, el correspondiente infor-
me de inteligencia financiera al Ministerio Fiscal o a
los órganos judiciales, policiales o administrativos
competentes.

La información y documentación de que disponga
el Servicio Ejecutivo de la Comisión y los informes de
inteligencia financiera tendrán carácter confidencial,
debiendo guardar reserva sobre los mismos toda
autoridad o funcionario que acceda a su contenido.
En particular, no será en ningún caso objeto de reve-
lación la identidad de los analistas que hayan interve-
nido en la elaboración de los informes de inteligencia
financiera ni la de los empleados, directivos o agentes
que hubieran comunicado la existencia de indicios a
los órganos de control interno del sujeto obligado.

Los informes de inteligencia financiera no tendrán
valor probatorio y no podrán ser incorporados directa-
mente a las diligencias judiciales o administrativas.

2. Los órganos destinatarios de los informes de
inteligencia financiera informarán periódicamente al
Servicio Ejecutivo de la Comisión sobre el destino
dado a los mismos. La Comisión de Prevención del
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias
podrá acordar con los órganos destinatarios un proce-
dimiento de valoración de los informes de inteligencia
financiera.

El Servicio Ejecutivo de la Comisión podrá infor-
mar a los sujetos obligados respecto del curso dado a
las comunicaciones. La información que el Servicio
Ejecutivo de la Comisión facilite a los sujetos obliga-
dos tendrá carácter confidencial, debiendo sus recep-
tores guardar la debida reserva.

El Servicio Ejecutivo de la Comisión valorará la cali-
dad de las comunicaciones realizadas de conformi-
dad con el ar tículo 18, notificando periódicamente
dicha valoración a los órganos de administración o
dirección de los sujetos obligados.

Artículo 47. Supervisión e inspección.

1. El Servicio Ejecutivo de la Comisión supervisará
el cumplimiento de las obligaciones establecidas en
la presente Ley, ajustando su actuación, respecto de
las entidades financieras, a los convenios suscritos al
amparo del ar tículo 44. En todo caso, el Servicio
Ejecutivo de la Comisión podrá practicar respecto de
cualesquiera sujetos obligados las actuaciones ins-
pectoras necesarias para comprobar el cumplimiento
de las obligaciones relacionadas con las funciones
que tiene asignadas.

(pasa a aFascículo siguiente)
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(viene de fascículo anteior)

Las actuaciones inspectoras del Servicio Ejecutivo
de la Comisión y, en caso de convenio, las de los
órganos supervisores de las entidades financieras,
serán objeto de un Plan anual orientativo que aproba-
rá la Comisión de Prevención del Blanqueo de
Capitales e Infracciones Monetarias, sin perjuicio de
que por el Comité Permanente pueda acordarse moti-
vadamente la realización de actuaciones inspectoras
adicionales.

El Servicio Ejecutivo de la Comisión y, en caso de
convenio, los órganos supervisores de las entidades
financieras, informarán motivadamente a la Comisión
de Prevención del Blanqueo de Capitales e
Infracciones Monetarias con carácter anual de las
actuaciones que, incluidas en el Plan del ejercicio
anterior, no hayan podido, en su caso, realizarse.

2. Los sujetos obligados, sus empleados, directivos
y agentes, prestarán la máxima colaboración al perso-
nal del Servicio Ejecutivo de la Comisión, facilitando
sin restricción alguna cuanta información o documen-
tación se les requiera, incluidos libros, asientos conta-
bles, registros, programas informáticos, archivos en
soporte magnético, comunicaciones internas, actas,
declaraciones oficiales, y cualesquiera otros relaciona-
dos con las materias sujetas a inspección.

3. El Servicio Ejecutivo de la Comisión, o los órga-
nos supervisores a que se refiere el ar tículo 44, remi-
tirán el correspondiente informe de inspección a la
Secretaría de la Comisión, que propondrá lo que
resulte procedente al Comité Permanente. Asimismo,
el Servicio Ejecutivo de la Comisión, o los órganos
supervisores a que se refiere el ar tículo 44, podrán
proponer al Comité Permanente, la adopción de
requerimientos instando al sujeto obligado a adoptar
las medidas correctoras que se estimen necesarias.

Los informes de inspección del Servicio Ejecutivo
de la Comisión o de los órganos supervisores tendrán
valor probatorio, sin perjuicio de las pruebas que en
defensa de sus derechos o intereses puedan aportar
los interesados.

Artículo 48. Régimen de colaboración.

1. Toda autoridad o funcionario que descubra
hechos que puedan constituir indicio o prueba de
blanqueo de capitales o de financiación del terroris-
mo, ya sea durante las inspecciones efectuadas a las
entidades objeto de supervisión, o de cualquier otro
modo, deberá informar de ello al Servicio Ejecutivo de
la Comisión. Sin perjuicio de la posible responsabili-
dad penal, el incumplimiento de esta obligación por
los funcionarios públicos que no sean sujetos obliga-
dos conforme al ar tículo 2 se sancionará disciplinaria-
mente con arreglo a la legislación específica que les
sea de aplicación. La obligación señalada en este
apartado se extenderá igualmente a la información
que la Comisión de Prevención del Blanqueo de
Capitales e Infracciones Monetarias o sus órganos de
apoyo requieran en el ejercicio de sus competencias.

En todo caso, el Banco de España, la Comisión
Nacional del Mercado de Valores, la Dirección
General de Seguros y Fondos de Pensiones, la
Dirección General de los Registros y del Notariado, el
Instituto de Contabilidad y Auditoria de Cuentas, los
colegios profesionales y los órganos estatales o auto-
nómicos competentes, según corresponda, informa-
rán razonadamente a la Secretaría de la Comisión
cuando en el ejercicio de su labor inspectora o super-
visora aprecien posibles infracciones de las obligacio-
nes establecidas en esta Ley.

Los órganos judiciales, de oficio o a instancia del
Ministerio Fiscal, remitirán testimonio a la Secretaría
de la Comisión cuando en el curso del proceso apre-
cien indicios de incumplimiento de la presente Ley
que no sean constitutivos de delito.

2. Cuando ejerza sus funciones en relación con
entidades financieras sometidas a legislación espe-
cial, el Servicio Ejecutivo de la Comisión podrá reca-
bar del Banco de España, de la Comisión Nacional
del Mercado de Valores o de la Dirección General de
Seguros y Fondos de Pensiones, según corresponda,
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toda la información y colaboración precisas para lle-
varlas a cabo.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior,
el Servicio Ejecutivo de la Comisión tendrá acceso
directo a la información estadística sobre movimientos
de capitales y transacciones económicas con el exte-
rior comunicada al Banco de España con arreglo a lo
dispuesto en la legislación aplicable a tales operacio-
nes. Asimismo, las entidades gestoras y la Tesorería
General de la Seguridad Social deberán ceder los
datos de carácter personal y la información que hubie-
ran obtenido en el ejercicio de sus funciones a la
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e
Infracciones Monetarias, a requerimiento de su
Servicio Ejecutivo, en el ejercicio de las competencias
que esta Ley le atribuye.

3. De acuerdo con las directrices que establezca la
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e
Infracciones Monetarias, el Servicio Ejecutivo de la
Comisión y, en su caso, la Secretaría de la Comisión
colaborarán con las autoridades de otros Estados que
ejerzan competencias análogas.

El intercambio de información se condicionará a lo
dispuesto en los Convenios y Tratados Internacionales
o, en su caso, al principio general de reciprocidad, así
como al sometimiento de dichas autoridades extran-
jeras a las mismas obligaciones de secreto profesional
que rigen para las españolas.

El intercambio de información del Servicio
Ejecutivo de la Comisión con Unidades de
Inteligencia Financiera extranjeras se realizará de
acuerdo con los principios del Grupo Egmont o en los
términos del correspondiente memorando de entendi-
miento. Los memorandos de entendimiento con
Unidades de Inteligencia Financiera serán suscritos
por el Director del Servicio Ejecutivo, previa autoriza-
ción de la Comisión de Prevención del Blanqueo de
Capitales e Infracciones Monetarias.

El intercambio de información del Servicio
Ejecutivo de la Comisión con Unidades de
Inteligencia Financiera de Estados de la Unión
Europea se realizará de conformidad con la Decisión
2000/642/JAI del Consejo, de 17 de octubre de 2000,
relativa a las disposiciones de cooperación entre las
unidades de inteligencia financiera de los Estados
miembros para el intercambio de información, o
norma que la sustituya.

Artículo 49. Deber de secreto.

1. Todas las personas que desempeñen o hayan
desempeñado una actividad para la Comisión de

Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones
Monetarias o para cualquiera de sus órganos y hayan
tenido conocimiento de sus actuaciones o de datos
de carácter reservado están obligadas a mantener el
debido secreto. El incumplimiento de esta obligación
determinará las responsabilidades previstas por las
leyes. Estas personas no podrán publicar, comunicar
o exhibir datos o documentos reservados, ni siquiera
después de haber cesado en el servicio, salvo permi-
so expreso otorgado por la Comisión de Prevención
del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

2. Los datos, documentos e informaciones que
obren en poder de la Comisión de Prevención del
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o de
cualquiera de sus órganos en vir tud de cuantas fun-
ciones les encomiendan las leyes tendrán carácter
reservado y no podrán ser divulgados salvo en los
siguientes supuestos:

a) La difusión, publicación o comunicación de los
datos cuando el implicado lo consienta expresamen-
te.

b) La publicación de datos agregados a fines esta-
dísticos, o las comunicaciones en forma sumaria o
agregada, de manera que las personas o sujetos
implicados no puedan ser identificados ni siquiera
indirectamente.

c) La aportación de información a requerimiento
de las comisiones parlamentarias de investigación.

d) La aportación de información a requerimiento
del Ministerio Fiscal y de las autoridades judiciales o
administrativas que, en vir tud de lo establecido en
normas con rango de ley, estén facultadas a tales
efectos. En tales casos, la autoridad requirente invoca-
rá expresamente el precepto legal que habilite la peti-
ción de información, siendo responsable de la regula-
ridad del requerimiento.

e) La solicitud de informes o los requerimientos de
información por la Comisión de Prevención del
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o
por sus órganos de apoyo, sin perjuicio del deber de
reserva de la persona o entidad a la que se solicite el
informe o se requiera la información.

Sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 58/2003, de
17 de diciembre, General Tributaria, el intercambio de
información entre el Servicio Ejecutivo de la Comisión
y la Administración tributaria se realizará preferente-
mente en la forma que se determine mediante conve-
nio suscrito entre la Comisión de Prevención del
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias y la
Agencia Estatal de Administración Tributaria.

Boletín Oficial de la Provincia de Ávila
26 Jueves, 6 de Mayo de 2010 Número 84



La Secretaria de la Comisión podrá facilitar a la
Administración tributaria y a las Fuerzas y Cuerpos de
Seguridad la información con relevancia tributaria o
policial.

3. Las autoridades, personas o entidades públicas
que reciban información de carácter reservado proce-
dente de la Comisión de Prevención del Blanqueo de
Capitales e Infracciones Monetarias o de sus órganos
de apoyo quedarán, asimismo, sujetas al deber de
secreto regulado en el presente ar tículo, debiendo
adoptar las medidas pertinentes que garanticen la
reserva, y no podrán utilizarla sino en el marco del
cumplimiento de las funciones que tengan legalmen-
te atribuidas.

CAPÍTULO VIII

Del régimen sancionador

Artículo 50. Clases de infracciones.

Las infracciones administrativas previstas en esta
Ley se clasificarán en muy graves, graves y leves.

Artículo 51. Infracciones muy graves.

1. Constituirán infracciones muy graves las siguien-
tes:

a) El incumplimiento del deber de comunicación
previsto en el ar tículo 18, cuando algún directivo o
empleado del sujeto obligado hubiera puesto de
manifiesto internamente la existencia de indicios o la
certeza de que un hecho u operación estaba relacio-
nado con el blanqueo de capitales o la financiación
del terrorismo.

b) El incumplimiento de la obligación de colabora-
ción establecida en el ar tículo 21 cuando medie
requerimiento escrito de la Comisión de Prevención
del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

c) El incumplimiento de la prohibición de revela-
ción establecida en el ar tículo 24 o del deber de reser-
va previsto en los ar tículos 46.2 y 49.2.e).

d) La resistencia u obstrucción a la labor inspecto-
ra, siempre que medie requerimiento del personal
actuante expreso y por escrito al respecto.

e) El incumplimiento de la obligación de adoptar
las medidas correctoras comunicadas por requeri-
miento del Comité Permanente a las que se alude en
los ar tículos 26.3, 31.2, 44.2 y 47.3 cuando concurra
una voluntad deliberadamente rebelde al cumplimien-
to.

f) La comisión de una infracción grave cuando
durante los cinco años anteriores hubiera sido
impuesta al sujeto obligado sanción firme en vía admi-
nistrativa por el mismo tipo de infracción.

2. En los términos previstos por los Reglamentos
comunitarios que establezcan medidas restrictivas
específicas de conformidad con los ar tículos 60, 301
o 308 del Tratado Constitutivo de la Comunidad
Europea, constituirán infracciones muy graves de la
presente Ley las siguientes:

a) El incumplimiento doloso de la obligación de
congelar o bloquear los fondos, activos financieros o
recursos económicos de personas físicas o jurídicas,
entidades o grupos designados.

b) El incumplimiento doloso de la prohibición de
poner fondos, activos financieros o recursos económi-
cos a disposición de personas físicas o jurídicas, enti-
dades o grupos designados.

Artículo 52. Infracciones graves.

1. Constituirán infracciones graves las siguientes:

a) El incumplimiento de obligaciones de identifica-
ción formal, en los términos del ar tículo 3.

b) El incumplimiento de obligaciones de identifica-
ción del titular real, en los términos del ar tículo 4.

c) El incumplimiento de la obligación de obtener
información sobre el propósito e índole de la relación
de negocios, en los términos del ar tículo 5.

d) El incumplimiento de la obligación de aplicar
medidas de seguimiento continuo a la relación de
negocios, en los términos del ar tículo 6.

e) El incumplimiento de la obligación de aplicar
medidas de diligencia debida a los clientes existentes,
en los términos del ar tículo 7.2 y de la Disposición
transitoria séptima.

f) El incumplimiento de la obligación de aplicar
medidas reforzadas de diligencia debida, en los térmi-
nos de los ar tículos 11 a 16.

g) El incumplimiento de la obligación de examen
especial, en los términos del ar tículo 17.

h) El incumplimiento de la obligación de comuni-
cación por indicio, en los términos del ar tículo 18,
cuando no deba calificarse como infracción muy
grave.

i) El incumplimiento de la obligación de abstención
de ejecución, en los términos del ar tículo 19.

j) El incumplimiento de la obligación de comunica-
ción sistemática, en los términos del ar tículo 20.
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k) El incumplimiento de la obligación de colabora-
ción establecida en el ar tículo 21 cuando medie
requerimiento escrito de uno de los órganos de apoyo
de la Comisión de Prevención del Blanqueo de
Capitales e Infracciones Monetarias.

l) El incumplimiento de la obligación de conserva-
ción de documentos, en los términos del ar tículo 25.

m) El incumplimiento de la obligación de aprobar
por escrito y aplicar políticas y procedimientos ade-
cuados de control interno, en los términos del ar tícu-
lo 26.1, incluida la aprobación por escrito y aplicación
de una política expresa de admisión de clientes.

n) El incumplimiento de la obligación de comuni-
car al Servicio Ejecutivo de la Comisión la propuesta
de nombramiento del representante del sujeto obliga-
do, o la negativa a atender los reparos u observacio-
nes formulados, en los términos del ar tículo 26.2.

ñ) El incumplimiento de la obligación de estable-
cer órganos adecuados de control interno, con inclu-
sión, en su caso, de las unidades técnicas, que ope-
ren en los términos previstos en el ar tículo 26.2.

o) El incumplimiento de la obligación de dotar al
representante ante el Servicio Ejecutivo de la
Comisión y al órgano de control interno de los recur-
sos materiales, humanos y técnicos necesarios para el
ejercicio de sus funciones.

p) El incumplimiento de la obligación de aprobar y
mantener a disposición del Servicio Ejecutivo de la
Comisión un manual adecuado y actualizado de pre-
vención del blanqueo de capitales y de la financiación
del terrorismo, en los términos del ar tículo 26.3.

q) El incumplimiento de la obligación de examen
externo, en los términos del ar tículo 28.

r) El incumplimiento de la obligación de formación
de empleados, en los términos del ar tículo 29.

s) El incumplimiento de la obligación de adoptar
por parte del sujeto obligado las medidas adecuadas
para mantener la confidencialidad sobre la identidad
de los empleados, directivos o agentes que hayan rea-
lizado una comunicación a los órganos de control
interno, en los términos del ar tículo 30.1.

t) El incumplimiento de la obligación de aplicar res-
pecto de las sucursales y filiales con participación
mayoritaria situadas en terceros países las medidas
previstas en el ar tículo 31.

u) El incumplimiento de la obligación de aplicar
contramedidas financieras internacionales, en los tér-
minos del ar tículo 42.

v) El incumplimiento de la obligación establecida
en el ar tículo 43 de declarar la apertura o cancelación
de cuentas corrientes, cuentas de ahorro, cuentas de
valores y depósitos a plazo.

w) El incumplimiento de la obligación de adoptar
las medidas correctoras comunicadas por requeri-
miento del Comité Permanente a las que se alude en
los ar tículos 26.3, 31.2, 44.2 y 47.3 cuando no concu-
rra una voluntad deliberadamente rebelde al cumpli-
miento.

x) El establecimiento o mantenimiento de relacio-
nes de negocio o la ejecución de operaciones prohi-
bidas.

y) La resistencia u obstrucción a la labor inspecto-
ra cuando no haya mediado requerimiento del perso-
nal actuante expreso y por escrito al respecto.

2. Salvo que concurran indicios o certeza de blan-
queo de capitales o de financiación del terrorismo, las
infracciones tipificadas en las letras a), b), c), d), e), f)
y l) del apartado anterior podrán ser calificadas como
leves cuando el incumplimiento del sujeto obligado
deba considerarse como meramente ocasional o ais-
lado a la vista del porcentaje de incidencias de la
muestra de cumplimiento.

3. Constituirán infracciones graves de la presente
Ley:

a) El incumplimiento de la obligación de declara-
ción de movimientos de medios de pago, en los térmi-
nos del ar tículo 34.

b) El incumplimiento por fundaciones o asociacio-
nes de las obligaciones establecidas en el ar tículo 39.

c) El incumplimiento de las obligaciones estableci-
das en el ar tículo 41, salvo que deba calificarse como
muy grave de conformidad con el ar tículo 51.1.b).

4. En los términos previstos por los Reglamentos
comunitarios que establezcan medidas restrictivas
específicas de conformidad con los ar tículos 60, 301
o 308 del Tratado Constitutivo de la Comunidad
Europea, constituirán infracciones graves de la pre-
sente Ley:

a) El incumplimiento de la obligación de congelar
o bloquear los fondos, activos financieros o recursos
económicos de personas físicas o jurídicas, entidades
o grupos designados, cuando no deba calificarse
como infracción muy grave.

b) El incumplimiento de la prohibición de poner
fondos, activos financieros o recursos económicos a
disposición de personas físicas o jurídicas, entidades
o grupos designados, cuando no deba calificarse
como infracción muy grave.
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c) El incumplimiento de las obligaciones de comu-
nicación e información a las autoridades competentes
establecidas específicamente en los Reglamentos
comunitarios.

5. Constituirán infracciones graves de la presente
Ley el incumplimiento de las obligaciones estableci-
das en los ar tículos 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13 y 14 del
Reglamento (CE) N.º 1781/2006, del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 15 de noviembre de 2006,
relativo a la información sobre los ordenantes que
acompaña a las transferencias de fondos.

Artículo 53. Infracciones leves.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el ar tículo 52.2,
constituirán infracciones leves aquellos incumplimien-
tos de obligaciones establecidas específicamente en
la presente Ley que no constituyan infracción muy
grave o grave conforme a lo previsto en los dos artícu-
los precedentes.

Artículo 54. Responsabilidad de administradores y
directivos.

Además de la responsabilidad que corresponda al
sujeto obligado aun a título de simple inobservancia,
quienes ejerzan en el mismo cargos de administra-
ción o dirección, sean unipersonales o colegiados,
serán responsables de las infracciones cuando éstas
sean imputables a su conducta dolosa o negligente.

Artículo 55. Exigibilidad de la responsabilidad
administrativa.

La responsabilidad administrativa por infracción de
la presente Ley será exigible aun cuando con poste-
rioridad al incumplimiento el sujeto obligado hubiera
cesado en su actividad o hubiera sido revocada su
autorización administrativa para operar.

En el caso de sociedades disueltas, los antiguos
socios responderán solidariamente de las sanciones
administrativas pecuniarias impuestas hasta el límite
de lo que hubieran recibido como cuota de liquida-
ción, sin perjuicio de la responsabilidad de los directi-
vos, administradores o liquidadores.

Artículo 56. Sanciones por infracciones muy gra-
ves.

1. Por la comisión de infracciones muy graves se
podrán imponer las siguientes sanciones:

a) Amonestación pública.

b) Multa cuyo importe mínimo será de 150.000
euros y cuyo importe máximo podrá ascender hasta
la mayor de las siguientes cifras: el 5 por ciento del
patrimonio neto del sujeto obligado, el duplo del con-
tenido económico de la operación, o 1.500.000 euros.

c) Tratándose de entidades sujetas a autorización
administrativa para operar, la revocación de ésta.

La sanción prevista en la letra b), que ha de ser
obligatoria en todo caso, se impondrá simultáneamen-
te con alguna de las previstas en las letras a) o c).

2. Además de la sanción que corresponda impo-
ner al sujeto obligado por la comisión de infracciones
muy graves, se podrán imponer una o varias de las
siguientes sanciones a quienes, ejerciendo en el
mismo cargos de administración o dirección, fueran
responsables de la infracción:

a) Multa a cada uno de ellos por importe de entre
60.000 y 600.000 euros.

b) Separación del cargo, con inhabilitación para
ejercer cargos de administración o dirección en la
misma entidad por un plazo máximo de diez años.

c) Separación del cargo, con inhabilitación para
ejercer cargos de administración o dirección en cual-
quier entidad de las sujetas a esta Ley por un plazo
máximo de diez años.

La sanción prevista en la letra a), que ha de ser
obligatoria en todo caso, podrá aplicarse simultánea-
mente con alguna de las previstas en las letras b) y c).

Artículo 57. Sanciones por infracciones graves.

1. Por la comisión de infracciones graves se
podrán imponer las siguientes sanciones:

a) Amonestación privada.

b) Amonestación pública.

c) Multa cuyo importe mínimo será de 60.001
euros y cuyo importe máximo podrá ascender hasta
la mayor de las siguientes cifras: el 1 por ciento del
patrimonio neto del sujeto obligado, el tanto del con-
tenido económico de la operación, más un 50 por
ciento, o 150.000 euros.

La sanción prevista en la letra c), que ha de ser
obligatoria en todo caso, se impondrá simultáneamen-
te con alguna de las previstas en las letras a) o b).

2. Además de la sanción que corresponda impo-
ner al sujeto obligado por la comisión de infracciones
graves, se podrán imponer una o varias de las siguien-
tes sanciones a quienes, ejerciendo en el mismo car-
gos de administración o dirección, fueran responsa-
bles de la infracción:
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a) Amonestación privada.

b) Amonestación pública.

c) Multa a cada uno de ellos por un importe míni-
mo de 3.000 euros y máximo de hasta 60.000 euros.

d) Suspensión temporal en el cargo por plazo no
superior a un año.

La sanción prevista en la letra c), que ha de ser
obligatoria en todo caso, se impondrá simultáneamen-
te con alguna de las previstas en las letras a), b) o d).

3. En el caso de incumplimiento de la obligación
de declaración establecida en el ar tículo 34 se impon-
drá la sanción de multa cuyo importe mínimo será de
600 euros y cuyo importe máximo podrá ascender
hasta el duplo del valor de los medios de pago emple-
ados.

Artículo 58. Sanciones por infracciones leves.

Por la comisión de infracciones leves se podrán
imponer una o ambas de las siguientes sanciones:

a) Amonestación privada.

b) Multa por importe de hasta 60.000 euros.

Artículo 59. Graduación de las sanciones.

1. Las sanciones se graduarán atendiendo a las
siguientes circunstancias:

a) La cuantía de la operación o las ganancias obte-
nidas, en su caso, como consecuencia de las omisio-
nes o actos constitutivos de la infracción.

b) La circunstancia de haber procedido o no a la
subsanación de la infracción por propia iniciativa.

c) Las sanciones firmes en vía administrativa por
infracciones de distinto tipo impuestas al sujeto obli-
gado en los últimos cinco años con arreglo a esta Ley.

En todo caso, se graduará la sanción de modo que
la comisión de las infracciones no resulte más benefi-
ciosa para el infractor que el cumplimiento de las nor-
mas infringidas.

2. Para determinar la sanción aplicable de entre las
previstas en los ar tículos 56.2, 57.2 y 58, se tomarán
en consideración las siguientes circunstancias:

a) El grado de responsabilidad o intencionalidad
en los hechos que concurra en el interesado.

b) La conducta anterior del interesado, en la enti-
dad inculpada o en otra, en relación con las exigen-
cias previstas en esta Ley.

c) El carácter de la representación que el interesa-
do ostente.

d) La capacidad económica del interesado, cuan-
do la sanción sea multa.

3. Para determinar la sanción aplicable por incum-
plimiento de la obligación de declaración establecida
en el ar tículo 34, se considerarán como agravantes
las siguientes circunstancias:

a) La notoria cuantía del movimiento, considerán-
dose en todo caso como tal aquélla que duplique el
umbral de declaración.

b) La falta de acreditación del origen lícito de los
medios de pago.

c) La incoherencia entre la actividad desarrollada
por el interesado y la cuantía del movimiento.

d) La circunstancia de ser hallados los medios de
pago en lugar o situación que muestre una clara
intención de ocultarlos.

e) Las sanciones firmes en vía administrativa por
incumplimiento de la obligación de declaración
impuestas al interesado en los últimos cinco años.

Artículo 60. Prescripción de las infracciones y de
las sanciones.

1. Las infracciones muy graves y graves prescribi-
rán a los cinco años, y las leves a los dos años, conta-
dos desde la fecha en que la infracción hubiera sido
cometida. En las infracciones derivadas de una activi-
dad continuada, la fecha inicial del cómputo será la
de la finalización de la actividad o la del último acto
con el que la infracción se consume. En el caso de
incumplimiento de las obligaciones de diligencia debi-
da el plazo de prescripción se contará desde la fecha
de terminación de la relación de negocios, y en el de
conservación de documentos desde la expiración del
plazo al que se refiere el ar tículo 25.

La prescripción se interrumpirá por cualquier
acción de la Comisión de Prevención del Blanqueo de
Capitales e Infracciones Monetarias o de sus órganos
de apoyo, realizada con conocimiento formal de los
sujetos obligados, conducente a la inspección, super-
visión o control de todas o parte de las obligaciones
recogidas en esta Ley. También se interrumpirá por la
iniciación, con conocimiento de los interesados, del
procedimiento sancionador o de un proceso penal
por los mismos hechos, o por otros cuya separación
de los sancionables con arreglo a esta Ley sea racio-
nalmente imposible.

2. Las sanciones que se impongan conforme a
esta Ley prescribirán a los tres años en caso de infrac-
ciones muy graves, a los dos años en caso de infrac-
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ciones graves, y al año en caso de infracciones leves,
contados desde la fecha de notificación de la resolu-
ción sancionadora.

La prescripción se interrumpirá cuando se acuerde
administrativa o judicialmente la suspensión de la eje-
cución de la resolución sancionadora.

Artículo 61. Procedimiento sancionador y medidas
cautelares.

1. La incoación y, en su caso, el sobreseimiento de
los procedimientos sancionadores a que hubiere
lugar por la comisión de las infracciones previstas en
esta Ley corresponderá al Comité Permanente, a pro-
puesta de la Secretaría de la Comisión.

La competencia para incoar o acordar el sobresei-
miento de los procedimientos sancionadores por
incumplimiento de la obligación de declaración esta-
blecida en el ar tículo 34 corresponderá a la Secretaría
de la Comisión.

2. La instrucción de los procedimientos sanciona-
dores a que hubiera lugar por la comisión de infrac-
ciones previstas en esta Ley corresponderá a la
Secretaría de la Comisión.

El órgano competente para la incoación del proce-
dimiento sancionador podrá acordar, al tiempo de ini-
ciarse el procedimiento o durante su tramitación, la
constitución de garantía suficiente para hacer frente a
las responsabilidades a que hubiera lugar. En el caso
de los procedimientos por incumplimiento de la obli-
gación de declaración establecida en el ar tículo 34, la
cantidad intervenida de conformidad con el ar tículo
35.2 se entenderá constituida en garantía, pudiendo
acordarse por el Secretario de la Comisión durante la
instrucción del procedimiento sancionador la amplia-
ción o reducción de la referida garantía.

El procedimiento sancionador aplicable al incum-
plimiento de las obligaciones previstas en esta Ley
será el previsto, con carácter general, para el ejercicio
de la potestad sancionadora por las Administraciones
Públicas.

3. Será competente para imponer las sanciones
por infracciones muy graves el Consejo de Ministros,
a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda.
Será competente para imponer las sanciones por
infracciones graves el Ministro de Economía y
Hacienda, a propuesta de la Comisión de Prevención
del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.
Será competente para imponer las sanciones por
infracciones leves el Director General del Tesoro y
Política Financiera, a propuesta del instructor.

Cuando el inculpado sea una entidad financiera o
precise de autorización administrativa para operar,
será preceptivo para la imposición de sanciones por
infracciones graves o muy graves solicitar de la institu-
ción u órgano administrativo responsable de su super-
visión informe sobre la posible incidencia de la san-
ción o sanciones propuestas sobre la estabilidad de la
entidad objeto del procedimiento.

La competencia para resolver los procedimientos
sancionadores por incumplimiento de la obligación de
declaración establecida en el ar tículo 34 correspon-
derá, a propuesta del instructor y previo informe del
Servicio Ejecutivo de la Comisión, al Director General
del Tesoro y Política Financiera, cuyas resoluciones
pondrán fin a la vía administrativa.

4. En los procedimientos sancionadores instruidos
por la Secretaría de la Comisión el plazo máximo para
resolver el procedimiento y notificar la resolución será
de un año a contar desde la fecha de notificación del
acuerdo de incoación, sin perjuicio de la posibilidad
de suspensión por el instructor del cómputo del plazo
en los supuestos señalados en el ar tículo 42.5 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, del Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, y de la amplia-
ción en seis meses adicionales de dicho plazo máxi-
mo que podrá acordarse motivadamente por el
Secretario de la Comisión, a propuesta del instructor,
al amparo de lo previsto en el ar tículo 49 de la misma
Ley.

El transcurso de los plazos establecidos en el apar-
tado precedente determinará la caducidad del proce-
dimiento administrativo sancionador, debiendo proce-
derse a dictar nuevo acuerdo de incoación en tanto
no haya prescrito la infracción de conformidad con lo
dispuesto en el ar tículo 60.

5. La ejecución de las resoluciones sancionadoras
firmes en vía administrativa corresponderá a la
Secretaría de la Comisión.

La sanción de amonestación pública, una vez sea
firme en vía administrativa, será ejecutada en la forma
que se establezca en la resolución, siendo en todo
caso publicada en el «Boletín Oficial del Estado».

En lo relativo a la ejecución y publicidad de las san-
ciones y demás cuestiones atinentes al régimen san-
cionador se estará a lo previsto en las leyes específi-
cas aplicables a los distintos sujetos obligados y, en
su defecto, a lo dispuesto en la Ley 26/1988, de 29 de
julio, de disciplina e intervención de las entidades de
crédito.
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Artículo 62. Concurrencia de sanciones y vincula-
ción con el orden penal.

1. Las infracciones y sanciones establecidas en la
presente Ley se entenderán sin perjuicio de las previs-
tas en otras leyes y de las acciones y omisiones tipifi-
cadas como delito y de las penas previstas en el
Código Penal y leyes penales especiales, salvo lo esta-
blecido en los apartados siguientes.

2. No podrán sancionarse con arreglo a esta Ley
las conductas que lo hubieran sido penal o adminis-
trativamente cuando se aprecie identidad de sujeto,
hecho y fundamento jurídico.

3. En cualquier momento del procedimiento admi-
nistrativo sancionador en que se estime que los
hechos pudieran ser constitutivos de ilícito penal, la
Secretaría de la Comisión dará traslado de los mismos
al Ministerio Fiscal, solicitándole testimonio sobre las
actuaciones practicadas al efecto y acordará la sus-
pensión de aquél hasta que se reciba la comunica-
ción a que se refiere el primer párrafo del apartado
siguiente o hasta que recaiga resolución judicial.

4. Si el Ministerio Fiscal no encontrara méritos para
proceder penalmente contra todos o alguno de los
sujetos obligados, lo comunicará a la Secretaría de la
Comisión para que pueda continuar el procedimiento
administrativo sancionador.

Si, por el contrario, el Ministerio Fiscal interpusiera
denuncia o querella, comunicará dicha circunstancia
a la Secretaría de la Comisión, así como, cuando se
produzca, el resultado de tales actuaciones.

5. La resolución que se dicte en el procedimiento
administrativo sancionador deberá respetar, en todo
caso, los hechos declarados probados en la senten-
cia.

Disposición adicional. Pérdida de la condición de
país tercero equivalente.

Perderán la condición de país tercero equivalente,
a los efectos previstos en los ar tículos 4.2, 8.3, 9.1, 12.1
y 24.2, aquellos Estados, territorios o jurisdicciones
respecto de los que la Comisión Europea adopte una
decisión en vir tud de lo dispuesto en el ar tículo 40.4
de la Directiva 2005/60/CE del Parlamento Europeo y
del Consejo, de 26 de octubre de 2005, relativa a la
prevención de la utilización del sistema financiero
para el blanqueo de capitales y para la financiación
del terrorismo.

La Dirección General del Tesoro y Política
Financiera mantendrá en su página Web una lista

actualizada de los Estados, territorios o jurisdicciones
que gocen de la condición de país tercero equivalen-
te.

Disposición transitoria primera. Normas de des-
arrollo de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre.

Hasta la entrada en vigor de las disposiciones
reglamentarias de la presente Ley, mantendrán su
vigencia el Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de
diciembre, sobre determinadas medidas de preven-
ción del blanqueo de capitales, aprobado por Real
Decreto 925/1995, de 9 de junio, y sus normas de
desarrollo, en cuanto no resulten incompatibles con
aquélla.

Disposición transitoria segunda. Régimen sancio-
nador.

Serán de aplicación las disposiciones sancionado-
ras de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre
determinadas medidas de prevención del blanqueo
de capitales, a los hechos cometidos con anterioridad
a la entrada en vigor de la presente Ley.

Disposición transitoria tercera. Competencia para
incoar procedimientos sancionadores.

Hasta la entrada en vigor de las disposiciones
reglamentarias de la presente Ley, la competencia
para incoar los procedimientos sancionadores conti-
nuará siendo ejercida por la Secretaría de la Comisión
de Prevención del Blanqueo de Capitales e
Infracciones Monetarias.

Disposición transitoria cuarta. Servicios de pago.

Los establecimientos de cambio de moneda auto-
rizados para la gestión de transferencias con el exte-
rior se entenderán comprendidos entre los sujetos
obligados a los que hace referencia el ar tículo 2 en
tanto que no se hayan transformado en entidad de
crédito o en entidad de pago de acuerdo con el apar-
tado 1 de la Disposición transitoria segunda de la Ley
16/2009, de 13 de noviembre, de servicios de pago.

Disposición transitoria quinta. Adscripción del
Servicio Ejecutivo de la Comisión.

Hasta la entrada en vigor del convenio a que se
refiere el ar tículo 45.3, se mantendrá la adscripción
del Servicio Ejecutivo al Banco de España, estableci-
da en el ar tículo 24.1 del Reglamento de la Ley

Boletín Oficial de la Provincia de Ávila
32 Jueves, 6 de Mayo de 2010 Número 84



19/1993, de 28 de diciembre, aprobado por Real
Decreto 925/1995, de 9 de junio.

Disposición transitoria sexta. Régimen de la instru-
mentación de compromisos por pensiones de entida-
des cuyas acciones sean al portador.

A los efectos de lo dispuesto en el ar tículo 4.4, los
contratos de seguro colectivo y planes de pensiones
formalizados antes de la entrada en vigor de esta Ley
que instrumenten compromisos por pensiones de las
empresas en cumplimiento de lo dispuesto en la
Disposición adicional primera del Texto Refundido de
la Ley de regulación de los planes y fondos de pensio-
nes, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2002,
de 29 de noviembre, conservarán su vigencia para la
instrumentación de dichos compromisos.

Disposición transitoria séptima. Aplicación de las
medidas de diligencia debida a los clientes existentes.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el ar tículo 7.2, los
sujetos obligados aplicarán a todos sus clientes exis-
tentes las medidas de diligencia debida establecidas
en el Capítulo II en un plazo máximo de cinco años,
contados a partir de la entrada en vigor de la presen-
te Ley.

Disposición transitoria octava. Convenios con los
órganos supervisores de las entidades financieras.

En tanto no se suscriban los convenios a que se
refiere el ar tículo 44.2.m), mantendrán su vigencia los
convenios de colaboración actualmente existentes
entre los órganos supervisores de las entidades finan-
cieras y el Servicio Ejecutivo de la Comisión de
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones
Monetarias.

Disposición derogatoria.

Sin perjuicio de lo dispuesto en la Disposición tran-
sitoria segunda, a la entrada en vigor de la presente
Ley, quedará derogada la Ley 19/1993, de 28 de
diciembre, sobre determinadas medidas de preven-
ción del blanqueo de capitales.

Disposición final primera. Modificación de la Ley
12/2003, de 21 de mayo, de prevención y bloqueo de
la financiación del terrorismo.

1. Se da nueva denominación a la Ley 12/2003, de
21 de mayo, de prevención y bloqueo de la financia-

ción del terrorismo, que pasa a denominarse «Ley
12/2003, de 21 de mayo, de bloqueo de la financia-
ción del terrorismo».

2. Se da nueva redacción al ar tículo 4 de la Ley
12/2003, con el siguiente tenor literal:

«Artículo 4. Personas y entidades obligadas.

Las Administraciones Públicas y los sujetos a que
se refiere el ar tículo 2 de la Ley de prevención del
blanqueo de capitales y de la financiación del terroris-
mo están obligados a colaborar con la Comisión de
Vigilancia de Actividades de Financiación del
Terrorismo y, en particular, a llevar a cabo las medidas
necesarias para hacer efectivo el bloqueo previsto en
el ar tículo 1; en particular, deberán:

a) Impedir cualquier acto u operación que supon-
ga disposición de saldos y posiciones de cualquier
tipo, dinero, valores y demás instrumentos vinculados
a movimientos de capitales u operaciones de pago o
transferencia bloqueados, a excepción de aquéllos
por los que afluyan nuevos fondos y recursos a cuen-
tas bloqueadas.

b) Comunicar a la Comisión de Vigilancia cual-
quier tipo de ingreso que se pueda realizar a la cuen-
ta bloqueada, sin perjuicio de realizar la operación.

c) Comunicar a la Comisión de Vigilancia, por ini-
ciativa propia, cualquier solicitud o petición que reci-
ban en la que el ordenante, emisor, titular, beneficia-
rio o destinatario sea una persona o entidad respecto
a la que la Comisión de Vigilancia haya adoptado
alguna medida.

d) Facilitar a la citada Comisión la información que
ésta requiera para el ejercicio de sus competencias.

e) No revelar ni al cliente ni a terceros que se ha
transmitido información a la Comisión de Vigilancia.»

3. Se da nueva redacción al ar tículo 6 de la Ley
12/2003, con el siguiente tenor literal:

«Artículo 6. Supervisión y régimen sancionador.

1. La función de supervisión e inspección del
Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias a
que se refiere el ar tículo 47 de la Ley de prevención
del blanqueo de capitales y de la financiación del
terrorismo se extiende al cumplimiento de las obliga-
ciones establecidas en la presente Ley.

Cuando de los informes de inspección a que se
refiere el ar tículo 47.3 de la Ley de prevención del
blanqueo de capitales y de la financiación del terroris-
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mo resulte el incumplimiento de alguna de las obliga-
ciones establecidas en el ar tículo 4 de esta Ley, el
Comité Permanente de la Comisión de Prevención del
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias lo
pondrá en conocimiento de la Comisión de Vigilancia
de Actividades de Financiación del Terrorismo.

2. El incumplimiento de los deberes previstos en
esta Ley será considerado infracción muy grave a los
efectos previstos en el Capítulo VIII de la Ley de pre-
vención del blanqueo de capitales y de la financiación
del terrorismo, y será sancionado conforme a lo que
en él se dispone.

Las referencias que en dicho Capítulo se contie-
nen a la Secretaría y al Comité Permanente de la
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e
Infracciones Monetarias deben entenderse realizadas
a la Secretaría de la Comisión de Vigilancia y a la
Comisión de Vigilancia, respectivamente.

La competencia para proponer la imposición de
sanciones por la comisión de las infracciones previs-
tas en esta Ley corresponde al Ministro del Interior, y
la competencia para sancionar, al Consejo de
Ministros.»

4. Se da nueva redacción al ar tículo 9 de la Ley
12/2003, con el siguiente tenor literal:

«Artículo 9. Comisión de Vigilancia de Actividades
de Financiación del Terrorismo.

1. Se crea la Comisión de Vigilancia de Actividades
de Financiación del Terrorismo como órgano encarga-
do de acordar el bloqueo de todas las operaciones
definidas en el ar tículo 1 de esta Ley, así como el ejer-
cicio de todas las competencias que sean necesarias
para el cumplimiento de lo previsto en ésta.

2. La Comisión de Vigilancia estará adscrita al
Ministerio del Interior e integrada por:

a) Presidente: el Secretario de Estado de
Seguridad.

b) Vocales:

1.º Un miembro del Ministerio Fiscal, designado
por el Fiscal General del Estado.

2.º Un representante de los Ministerios de Justicia,
del Interior y de Economía y Hacienda, designados
por los titulares de los departamentos respectivos.

c) Secretario: quien dirija la unidad orgánica que
desempeñe la Secretaría de la Comisión de Vigilancia
a que refiere el apartado 4.

El Presidente de la Comisión, cuando lo estime
conveniente, podrá convocar a expertos en las mate-

rias de su competencia, para el asesoramiento espe-
cífico en alguno de los asuntos a tratar. El Director del
Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias asis-
tirá a las reuniones de la Comisión de Vigilancia con
voz pero sin voto.

3. Los miembros de esta Comisión están someti-
dos al régimen de responsabilidad establecido por el
ordenamiento jurídico y, en particular, en lo relativo a
las obligaciones derivadas del conocimiento de la
información recibida y de los datos de carácter perso-
nal que sean objeto de cesión, que sólo podrán utili-
zarse para el ejercicio de las competencias atribuidas
por esta Ley. A los expertos que asesoren a la
Comisión les será de aplicación el mismo régimen de
responsabilidad respecto de todo aquello de lo que
conozcan por razón de su asistencia a la Comisión.

4. La Comisión de Vigilancia ejercerá sus compe-
tencias con el apoyo de la Secretaría de la Comisión
de Vigilancia, que tiene la consideración de órgano de
la Comisión. La Secretaría será desempeñada por la
unidad orgánica, con rango al menos de subdirección
general, de las existentes en el Ministerio del Interior,
que reglamentariamente se determine.

Corresponderá a la Secretaría, entre otras funcio-
nes, instruir los procedimientos sancionadores a que
hubiere lugar por las infracciones de esta Ley, así
como formular a la Comisión de Vigilancia la corres-
pondiente propuesta de resolución.

5. El cumplimiento de las obligaciones de informa-
ción a que se refiere el ar tículo 4 de esta Ley se hará
a través de la Secretaría de la Comisión de Vigilancia.

6. La Comisión de Prevención del Blanqueo de
Capitales e Infracciones Monetarias y la Comisión de
Vigilancia de Actividades de Financiación del
Terrorismo se prestarán la máxima colaboración para
el ejercicio de sus respectivas competencias. En los
términos que se acuerden entre ambas Comisiones y
sin perjuicio de lo dispuesto en el ar tículo 45.3 de la
Ley de prevención del blanqueo de capitales y de la
financiación del terrorismo, el Servicio Ejecutivo de la
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e
Infracciones Monetarias informará en las reuniones de
la Comisión de Vigilancia de su actividad relativa a
hechos u operaciones que presenten indicios o certe-
za de relación con la financiación del terrorismo y, en
especial, de los informes de inteligencia financiera
que hubiera elaborado en relación con esta materia.

Las competencias de la Comisión de Vigilancia se
entienden sin perjuicio de las que la Ley de preven-
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ción del blanqueo de capitales y de la financiación del
terrorismo atribuye a la Comisión de Prevención del
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.»

Disposición final segunda. Modificación de la Ley
19/2003, de 4 de julio, sobre régimen jurídico de los
movimientos de capitales y de las transacciones eco-
nómicas con el exterior y sobre determinadas medi-
das de prevención del blanqueo de capitales.

1. Se da nueva denominación a la Ley 19/2003, de
4 de julio, sobre régimen jurídico de los movimientos
de capitales y de las transacciones económicas con el
exterior y sobre determinadas medidas de prevención
del blanqueo de capitales, que pasa a denominarse
«Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre régimen jurídico de
los movimientos de capitales y de las transacciones
económicas con el exterior».

2. Se da nueva redacción al apartado 2 del ar tícu-
lo 12 de la Ley 19/2003, con el siguiente tenor literal:

«2. La competencia para la incoación e instrucción
de los procedimientos sancionadores resultantes de la
aplicación del régimen previsto en la Ley y para la
imposición de las sanciones correspondientes se regi-
rá por las reglas siguientes:

a) La competencia para la incoación e instrucción
de los procedimientos sancionadores corresponderá
a la Secretaría de la Comisión de Prevención del
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

b) La imposición de sanciones por infracciones
muy graves corresponderá al Consejo de Ministros, a
propuesta del Ministro de Economía y Hacienda.

c) La imposición de sanciones por infracciones
graves corresponderá al Ministro de Economía y
Hacienda, a propuesta del Secretario de Estado de
Economía.

d) La imposición de sanciones por infracciones
leves corresponderá al Director General del Tesoro y
Política Financiera, a propuesta del instructor.»

Disposición final tercera. Modificación de la Ley
35/2003, de 4 de noviembre, de Instituciones de
Inversión Colectiva.

Se da nueva redacción al párrafo j) del ar tículo 43.1
de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de
Instituciones de Inversión Colectiva, con el siguiente
tenor literal:

«j) Que cuente con procedimientos y mecanismos
de control interno adecuados que garanticen la ges-
tión correcta y prudente de la sociedad, incluyendo
procedimientos de gestión de riesgos, así como

mecanismos de control y de seguridad en el ámbito
informático y órganos y procedimientos para la pre-
vención del blanqueo de capitales y de la financiación
del terrorismo, un régimen de operaciones vinculadas
y un reglamento interno de conducta. La sociedad
gestora deberá estar estructurada y organizada de
modo que se reduzca al mínimo el riesgo de que los
intereses de las IIC o de los clientes se vean perjudi-
cados por conflictos de intereses entre la sociedad y
sus clientes, entre clientes, entre uno de sus clientes y
una IIC o entre dos IIC.»

Disposición final cuarta. Carácter básico y títulos
competenciales.

La presente Ley tendrá el carácter de legislación
básica de conformidad con lo dispuesto en el ar tícu-
lo 149.1.11ª y 13ª de la Constitución.

Disposición final quinta. Desarrollo reglamentario.

Se habilita al Gobierno para que, en el plazo de un
año a contar desde la entrada en vigor de esta Ley,
apruebe las disposiciones reglamentarias para su eje-
cución y desarrollo.

Disposición final sexta. Incorporación de derecho
comunitario.

Esta Ley incorpora al derecho español la Directiva
2005/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo,
de 26 de octubre de 2005, relativa a la prevención de
la utilización del sistema financiero para el blanqueo
de capitales y para la financiación del terrorismo, des-
arrollada por la Directiva 2006/70/CE de la Comisión,
de 1 de agosto de 2006, por la que se establecen dis-
posiciones de aplicación de la Directiva 2005/60/CE
del Parlamento Europeo y del Consejo en lo relativo a
la definición de «personas del medio político» y los cri-
terios técnicos aplicables en los procedimientos sim-
plificados de diligencia debida con respecto al cliente
así como en lo que atañe a la exención por razones
de actividad financiera ocasional o muy limitada.

Disposición final séptima. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Se exceptúa de lo anterior la obligación de almace-
nar las copias de los documentos de identificación en
soportes ópticos, magnéticos o electrónicos, estable-
cida en el ar tículo 25.2 y las obligaciones establecidas
en el ar tículo 41, que entrarán en vigor a los dos años
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y un año, respectivamente, de la publicación de la pre-
sente Ley en el «Boletín Oficial del Estado».

Por tanto,

Mando a todos los españoles, particulares y auto-
ridades que guarden y hagan guardar esta ley.

Madrid, 28 de abril de 2010.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno, JOSÉ LUIS
RODRÍGUEZ ZAPATERO

Número 1.494/10

J U N T A D E C A S T I L L A Y L E Ó N

DELEGACIÓN TERRITORIAL DE ÁVIL A

Servicio de Industria, Comercio y Turismo

A N U N C I O

SOLICITUD DE DECLARACIÓN DE AGUA MINE-
RAL (Agua Mineral Natural), EN EL TÉRMINO MUNI-
CIPAL DE NAVAESCURIAL.

Por D. Julián Moreno Martín, con NIF 6.555.235-H
y con domicilio a efectos de notificaciones en C/
Rincón 16, 05514 San Miguel de Corneja (Ávila), se ha
solicitado la declaración como agua mineral natural
procedente de una serie de alumbramientos de
manantiales existentes en la finca 2647/a, paraje "Las
Cerradillas", del municipio de Navaescurial (Ávila).

Solicitud que se efectúa a los efectos establecidos
en la Ley 22/1.973 de Minas, el Real Decreto
2857/1.978 por el que se aprueba el Reglamento
General para el Régimen de la Minería y el Real
Decreto 1161/1.991 por el que se aprueba el
Reglamento Técnico Sanitario para la Elaboración,
Circulación y Comercio de las Aguas de Bebida
Envasadas.

Lo que se hace público en aplicación de lo esta-
blecido en el ar tículo 70.2 del vigente Reglamento
General para el Régimen de la Minería, para que

cuantos tengan la condición de interesados, puedan
personarse en el expediente y exponer cuanto con-
venga a sus intereses, dentro del plazo de QUINCE
DÍAS, a partir del día siguiente a la publicación de
este anuncio en el Boletín Oficial de la Junta de
Castilla y León.

Ávila, a 16 de abril de 2010.

El Jefe del Servicio Territorial, Alfonso Nieto
Caldeiro.

Número 1.581/10

AY U N T A M I E N T O D E PA J A R E S D E

A D A J A

A N U N C I O

ORDENANZA DEL PRECIO PÚBLICO POR
PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS DE PUBLICIDAD
EN LA EMISORA DE RADIO, RADIO ADAJA

Artículo 1. CONCEPTO

De conformidad con lo previsto en el artículo 127, en
relación con el artículo 41 ambos del R.D.L. 2/2004, de
5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de
la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, el
Ayuntamiento de Pajares de Adaja establece el precio
público por la prestación del servicio de publicidad en
la emisora de radio municipal Radio Adaja.

Artículo 2. OBLIGACIÓN DE PAGO

Están obligados al pago del precio público regula-
do en esta Ordenanza las personas físicas o jurídicas
que contraten la inclusión de anuncios publicitarios
con el Ayuntamiento en su emisora de radio munici-
pal.

Artículo 4. CUANTÍA

La cuantía del precio público por inserción de
publicidad en la emisora de radio municipal Radio
Adaja, queda fijada de la manera siguiente:

CUÑAS:

Cuña estándar (15 segundos aprox.) 4 euros

Cuña larga (20-40 segundos) 6 euros
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Paquete mensual de 30 cuñas 90 euros

Paquete mensual de 60 cuñas 160 euros

COMUNICADOS:

30 palabras 5 euros

De 30 a 60 palabras 7 euros

MICROESPACIOS:

3 minutos 20 euros

5 minutos 40 euros

PATROCINIO:

Realización de microespacios: 15 euros cada uno

Patrocinador oficial de un programa específico:
100 euros al mes

El precio de la participación en concursos y pro-
mociones de un periodo de tiempo determinado se
fijará en función del número de cuñas y actividades en
las que se vea implicada la empresa contratante (se
tendrá en cuenta la utilización de su logotipo en mate-
rial publicitario). Además, el pago en este tipo de cam-
pañas específicas podría resolverse con la donación
de determinados artículos o servicios por parte de la
empresa contratante siempre que equivalga al precio
estipulado de su promoción.

Artículo 5. DESCUENTOS

Para contratos de tres meses o un número supe-
rior a 60 cuñas, se aplicará un descuento de un 5%.

Para contratos de 6 meses o más de 120 cuñas un
10% y para contratos anuales un 15% siempre que
superen las 200 cuñas.

Para Asodema y sus socios se aplicara un des-
cuento del 20% 

Artículo 6. EMPLAZAMIENTO

Los precios de las cuñas deben entenderse sin
determinación de horarios, y serán radiadas en rota-
ción en los espacios previstos en la emisora. Si se
desea hacerlos en horarios o programas determina-
dos tendrán un incremento de un 20%, excepto en
programas especiales y extraordinarios (retransmisio-
nes deportivas y otros eventos que se determinen por
la emisora) en los que los precios serán los aprobados
por esta Ordenanza y no sufrirán incremento.

Los microespacios se entiende que van siempre
en horarios determinados. 

Artículo 7. OBLIGACIÓN DE PAGO

1.- La obligación de pago del precio público regu-
lado en esta ordenanza nace al autorizarse la presta-
ción del servicio, atendiendo a la petición formulada
por el interesado.

2.- El pago de dicho precio público se efectuará al
firmar el contrato y una vez haya sido aceptado por el
interesado la maqueta de edición o emisión, y siem-
pre antes de la prestación del servicio.

Artículo 8.- INFRACCIONES

El no ingreso de las cuotas correspondientes dará
lugar al cese inmediato del servicio, sin perjuicio de
aplicar los medios necesarios para ejecutar el cobro
por vía de apremio.

Artículo 9. PARTIDAS FALLIDAS

Se considerarán fallidas las cuotas legalmente
impuestas que no puedan hacerse efectivas por el
procedimiento de apremio. Para su declaración se ins-
truirá el oportuno expediente, cuya aprobación serán
competencia de la Comisión de Gobierno.

Artículo 10. GESTIÓN

1.- Los interesados a los que se les preste el servi-
cio a que se refiere la presente Ordenanza, presenta-
rán en este Ayuntamiento solicitud detallada sobre la
naturaleza, contenido y extensión del servicio desea-
do.

2.- En relación a los contratos realizados durante el
segundo semestre del año en vigencia, las tarifas del
precio público podrán ser modificadas al alta o a la
baja, en vir tud de las circunstancias del mercado. El
Director de la Emisora propondrá los nuevos precios
al Presidente del Pleno para su aprobación.

Artículo 11. CLÁUSULA ADICIONAL

La emisora municipal de radio se reserva el dere-
cho de rechazar o suspender la emisión de aquella
publicidad que, por su naturaleza, dé lugar a tal deter-
minación, de acuerdo con la legislación vigente.

Por causas de fuerza mayor las emisiones podrán
variar el emplazamiento original de la publicidad orde-
nada. Por los mismos motivos, podrán decidir también
su eventual suspensión, en cuyo caso se gestionará
con el contratante su posible recuperación.

La suspensión o anulación de una orden de publi-
cidad antes de la fecha inicialmente prevista motivará
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el cargo de la diferencia de los descuentos a que
diese lugar, así como los gastos previos ya efectua-
dos.

Artículo 12. DISPOSICIÓN TRANSITORIA

En todo lo no previsto por esta Ordenanza se esta-
rá a lo dispuesto en la Ordenanza Fiscal General del
Ayuntamiento.

DISPOSICIÓN FINAL

La presente Ordenanza Fiscal, cuya redacción defi-
nitiva fue aprobada por el Ayuntamiento en Pleno en
sesión celebrada el 22 de Marzo de 2.010, entrará en
vigor al día siguiente de su publicación en el BOP de
Ávila, permaneciendo en vigor hasta su modificación
o derogación expresa.

Firma, Ilegible.

Número 1.580/10

AY U N T A M I E N T O D E E L B A R C O

D E Á V I L A

C O N C E S I Ó N A D M I N I S T R A T I V A

De conformidad con el Acuerdo adoptado por el
Pleno de este Ayuntamiento en fecha 31 de marzo de
2010, por medio del presente anuncio se efectúa con-
vocatoria de la licitación para la concesión administra-
tiva por procedimiento abier to, tramitación urgente,
ofer ta económicamente más ventajosa, varios crite-
rios de adjudicación, de uso privativo de la cafetería-
restaurante de las piscinas sito en la calle Cabezuelo
de esta localidad y calificado como bien de dominio
público, conforme a los siguientes datos:

1. Entidad adjudicadora: Datos generales y datos
para la obtención de la información:

a) Organismo: Ayuntamiento de El Barco de Ávila,

b) Dependencia que tramita el expediente:
Secretaría. 

c) Obtención de documentación e información:

1. Dependencia: Secretaría.

2. Domicilio: c/ del Arco nº 2.

3. Localidad y Código Postal: 05600, El Barco de
Ávila. 

4. Teléfono: 920340013

5. Telefax: 920340701

6. Correo electrónico: ayto@aytobarcodeavila.com 

7. Dirección de internet del Perfil de Contratante:
aytobarcodeavila.com

8. Fecha límite de obtención de documentación e
información: Dos días antes de la finalización del
plazo de presentación de proposiciones.

2. Objeto del contrato.

a) Tipo: Concesión administrativa.

b) Descripción del objeto: Uso privativo para las
instalaciones de la cafetería-restaurante de las pisci-
nas municipales 

c) Lugar de ejecución:

1. Domicilio: c/ Cabezuelo nº 30

2. Localidad y Código Postal: El Barco de Ávila,
05600. 

e) Plazo del contrato: 10 años.

3. Tramitación y procedimiento.

a) Tramitación: Urgente

b) Procedimiento: Abierto

c) Subasta electrónica: No

d) Criterios de Adjudicación:

- Mayor canon ofrecido: 0,10 puntos por cada
20,00 euros mensuales.

- Experiencia en gestión de establecimientos simi-
lares: 0,05 puntos por cada año, hasta un máximo de
1,00 puntos.

4. Presupuesto base de licitación.

a) Importe Neto 21.600,00 euros.

5. Garantía exigidas. Provisional 3% (importe)
648,00 euros. Definitiva 5% (%) del precio de adjudi-
cación.

6. Requisitos específicos del contratista:

a) Clasificación: No

b) Solvencia económica y financiera, y solvencia
técnica y profesional: Si
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7. Presentación de ofertas o de solicitudes de par-
ticipación:

a) Fecha límite de presentación: Quince días
desde la publicación en el Boletín Oficial de la
Provincia y Perfil del Contratante. 

b) Modalidad de presentación: Oferta por escrito. 

c) Lugar de presentación:

1. Dependencia. Secretaría del Ayuntamiento de El
Barco de Ávila.

2. Domicilio: c/ del Arco n° 2.

3. Localidad y Código Postal: El Barco de Ávila,
05600. 

4. Dirección electrónica:
ayto@aytobarcodeavila.com

d) Admisión de variante, si procede: No

f) Plazo durante el cual el licitador estará obligado
a mantener su oferta.

8. Apertura de ofertas:

a) Dirección: Ayuntamiento de El Barco de Ávila, c/
del Arco nº 2.

b) Localidad y Código Postal: El Barco de Ávila,
05600.

c) Fecha y hora: Tercer día hábil tras la finalización
del plazo de presentación de las proposiciones, a las
13,00 horas.

9. Gastos de Publicidad: A cargo del adjudicatario.

En El Barco de Ávila, a 4 de mayo de 2010.

El Alcalde, Agustín González González.

Número 1.574/10

A G R U P A C I Ó N D E M U N I C I P I O S

D E G E M U Ñ O ,  L A S E R R A D A Y

M U Ñ O P E P E

Mediante el presente anuncio se viene a derogar
los anuncios publicados por esta agrupación en el
Boletín Oficial de La Provincia de Ávila del 19 y 26 de
abril de 2010 debidos a errores encontrados en las
bases publicadas para la elección del Secretario- inter-
ventor interino para la agrupación de Ayuntamientos

de Gemuño, La Serrada y Muñopepe, pasando a
publicar las nuevas bases que servirán la elección del
Secretario-interventor en calidad de interino de la
agrupación citada.

En Gemuño a 30 de abril de 2010

El Presidente de la Agrupación, Francisco López
del Pozo

De acuerdo con lo establecido en el ar tículo 64.1
de la Ley 42/1994, de 30 de Diciembre de Medidas
Fiscales, Administrativas y de Orden Social, en el
Decreto 32/2005, de 28 de Abril., por el que se regu-
lan los procedimientos de selección de funcionarios
interinos y se crea la bolsa de trabajo para la provisión
temporal de puestos de trabajo reservados a funcio-
narios de Administración Local con habilitación de
carácter estatal y a lo regulado por la Ley 7/2007, de
12 de Abril, del Estatuto Básico del Empleado Público

RESUELVO

PRIMERO.- Aprobar las Bases que han de regir la
convocatoria para la provisión con carácter interino
del puesto de Secretaría-Intervención de esta
Agrupación de Municipios, disponiendo que la misma
junto con la Convocatoria, se inserten en el Boletín
Oficial de la Provincia y en el Tablón de Anuncios del
Ayuntamiento cabecera de la Agrupación, conforme
al Anexo I del Decreto 32/2005, de 28 de Abril.

En Gemuño a 30 de Abril de 2010.

El Presidente de la Agrupación, Francisco López
del Pozo

BASES POR LAS QUE SE RIGE LA CONVOCATO-
RIA PUBLICA PARA LA PROVISION CON CARAC-
TER INTERINO DEL PUESTO DE. SECRETARIA
INTERVENCION. DE CLASE TERCERA DE LA
AGRUPACION DE MUNICIPIOS DE GEMUÑO, LA
SERRADA Y MUÑOPEPE (AVILA)

De acuerdo con lo establecido en el ar tículo 64.1
de la Ley 42/1994, de 30 de diciembre, de Medidas
Fiscales, Administrativas y de Orden Social y en el
Decreto 32/2005, de 28 de Abril, por el que se regu-
lan los procedimientos de selección de funcionarios
interinos y se crea la bolsa de trabajo para la provisión
temporal de puestos de trabajo reservados a funcio-
narios de Administración Local con habilitación de
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carácter Estatal, se acordó aprobar las bases que a
continuación se reproducen:

Primera. Características del puesto: Se convoca
concurso de méritos para cubrir por personal interino,
el puesto de Secretaria intervención de clase tercera
de la Agrupación de municipios de Gemuño, La
Serrada y Muñopepe (Ávila), reservado a funcionarios
con habilitación de carácter estatal de la Subescala y
Categoría de Grupo A, Nivel de Complemento de
Destino 26, sin complemento especifico ni comple-
mento de productividad.

Segunda. Lugar y plazo de presentación de solici-
tudes: Los aspirantes a desempeñar dicha plaza,
deberán dirigir sus solicitudes al Presidente de esta
Corporación/Agrupación, presentándolas en el
Registro de este Ayuntamiento o en cualquier otro de
los previstos en el ar tículo 38 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, en el plazo de CINCO. días
hábiles, a contar desde el siguiente al de la publica-
ción de esta convocatoria en el Boletín Oficial de la
Provincia, así como la documentación acreditativa de
los méritos que se aleguen.

Tercera. Requisitos para participar en la selección:
Los candidatos deberán reunir en el momento en que
termine el plazo de presentación de solicitudes los
siguientes requisitos:

a) Ser español.

b) Tener cumplidos los 18 años de edad.

c) Estar en posesión de la titulación de (conforme
al ar tículo 22 del Real Decreto 1174/1987, de 18 de
septiembre, en la redacción dada por el Real Decreto
834/2003, de 27 de junio).

d) No estar separado mediante expediente discipli-
nario de cualquiera de las Administraciones Públicas,
ni hallarse inhabilitado para el ejercicio de funciones
públicas.

e) No padecer enfermedad o defecto físico o psí-
quico que le impida el ejercicio de las funciones
correspondientes.

f) No estar incurso en causas de incompatibilidad,
conforme a lo establecido en la Ley 53/1984, de 26
de diciembre, de incompatibilidades del personal al
servicio de las administraciones públicas.

Cuarta. Baremo de méritos: 1. El procedimiento de
selección será el concurso de méritos en el que se
valorará:

1.1.- Por haber superado alguno o algunos de los
ejercicios de las pruebas selectivas convocadas para
el acceso:

a) A la misma subescala y categoría: 1,5 puntos
por cada ejercicio, hasta un máximo de 3 puntos.

b) A distinta subescala y categoría: 1 punto por
cada ejercicio, hasta un máximo de 2 puntos.

1.2.- Por experiencia profesional desarrollada en la
administración:

En puestos reservados a la misma subescala y
categoría: 0,04 puntos por mes completo hasta un
máximo de 4 puntos.

a) En puestos reservados a distinta subescala y
categoría: 0,03 puntos por mes completo hasta un
máximo de 2,25 puntos.

b) En puestos de trabajo de la administración local
no reservados a funcionarios con habilitación nacio-
nal clasificados en los grupos A y B, o grupo equiva-
lente para el personal laboral, y que tengan atribuido
el desempeño de funciones administrativas:  0,02
puntos por mes completo hasta un máximo de 1,5
puntos.

c) En puestos de trabajo de la administración local
no reservados a funcionarios con habilitación nacio-
nal clasificados en los grupos C y D, o grupo equiva-
lente para el personal laboral, y que tengan atribuido
el desempeño de funciones administrativas:  0,01 pun-
tos por mes completo  hasta un máximo de 1 punto.

d) En puestos de trabajo de otras administraciones
diferentes de la local, clasificados en los grupos A y B
o grupo equivalente para el personal laboral,  con fun-
ciones propias de la actividad administrativa: 0,01
puntos por mes completo  hasta un máximo de 1,5
puntos.

e) En puestos de trabajo de otras administraciones
diferentes de la local, clasificados en los grupos C y D,
o grupo equivalente laboral, con funciones propias de
la actividad administrativa: 0,005 puntos por mes com-
pleto hasta un máximo de 1 punto..

1.3.- Por la realización de cursos impartidos por
centros oficiales de formación en los siguientes secto-
res: urbanismo, informática, gestión económica finan-
ciera, tesorería y recaudación, contabilidad, legisla-
ción general y sectorial relacionada con la
Administración local, hasta un máximo de 2 puntos,
de acuerdo con el siguiente baremo:
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a) Por cursos entre 25 y 50 horas lectivas: 0,10 pun-
tos.

b) Entre 51 y 100 horas lectivas: 0,20 puntos.

c) Superior a 100 horas lectivas: 0,30 puntos.

1.4.- De conformidad con la posibilidad contempla-
da en el ar tículo 4.2 del señalado Decreto 32/05, de
28 de abril, se prevé la realización de una entrevista a
los aspirantes (Solo se realizará si lo estima conve-
niente o necesario el Tribunal), que se realizaría en la
Casa Consistorial de Gemuño en fecha  y hora que se
comunicará debidamente a los aspirantes con una
antelación mínima de cuatro días hábiles, asignándo-
le una puntuación máxima de hasta tres puntos.

2. Los méritos se acreditarán por los aspirantes
mediante certificados y títulos  originales emitidos por
los órganos competentes o fotocopias debidamente
compulsadas.

Quinta. Composición del órgano de selección: La
comisión de selección estará integrada por los
siguientes miembros:

Presidente Titular: Funcionario perteneciente al
Grupo A1 designado por la Excma. Diputación
Provincial de Ávila, .

Presidente Suplente: Funcionario perteneciente al
Grupo A1 designado por la Excma. Diputación
Provincial de Ávila.

Vocal Titular: Funcionario perteneciente al Grupo
Al, designado por la Administración de la Comunidad
de Castilla y León.

Vocal Suplente: Funcionario per teneciente al
Grupo A1, designado por la Administración de la
Comunidad de Castilla y León.

Vocal Secretario Titular: Un funcionario con habili-
tación de carácter estatal.

Vocal Secretario Suplente: Un funcionario con
habilitación de carácter estatal.

Sexta. El aspirante que resulte seleccionado debe-
rá presentar ante la Corporación la siguiente docu-
mentación: fotocopia del Documento Nacional de
Identidad, fotocopia de los documentos acreditativos
de poseer la titulación exigida como requisito para el
acceso, declaración de no haber sido separado
mediante expediente disciplinario del servicio de cual-
quier administración pública y de no encontrarse inha-
bilitado para el ejercicio de las funciones correspon-
dientes, Declaración de no padecer enfermedad o

defecto físico que impida el ejercicio de las funciones
y declaración de no estar dentro de las causas de
incompatibilidad del personal al servicio de las
Administraciones Públicas, conforme a lo establecido
en la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de incompati-
bilidades del personal al servicio de las administracio-
nes públicas.

Séptima. La comisión de selección propondrá a la
Corporación el candidato seleccionado y, hasta una
máximo de tres suplentes ordenados según la puntua-
ción obtenida y, de acuerdo con dicha propuesta, el
Presidente de la misma remitirá la propuesta de nom-
bramiento y el expediente completo a la Dirección
General de Administración Territorial, que resolverá
definitivamente. El presidente de la
Corporación/Agrupación hará público en el tablón de
anuncios del Ayuntamiento el nombramiento efectua-
do.

Octava. El candidato nombrado deberá tomar
posesión en el plazo de tres días hábiles  desde el
siguiente al de la recepción en la Corporación de la
resolución por la que se efectúa el nombramiento.
Haciendo constar la obligatoriedad del cumplimiento
del horario en proporción a lo recogido en los
Estatutos de la Agrupación. En horario de 8 de la
mañana a 3 de la tarde, y de lunes a viernes obligato-
riamente.

Novena. La Corporación convocante podrá propo-
ner motivadamente que la Dirección General compe-
tente declare desier to el proceso de selección.

Décima. El funcionario interino cesará en el des-
empeño del puesto de acuerdo con lo dispuesto en el
ar tículo 4   del Decreto 32/2005, de 28 de Abril de
2005.

El Presidente de la Agrupación de municipios de
Gemuño, La Serrada y Muñopepe, Francisco López
del Pozo 

MODELO DE SOLICITUD PARA PARTICIPAR EN
EL PROCESO DE PROVISION CON CARÁCTER
INTERINO DEL PUESTO DE SECRETARIA INTER-
VENCION DE CLASE TERCERA DE LA
AGRUPACIÓN DE MUNICIPIOS DE GEMUÑO, LA
SERRADA Y MUÑOPEPE..
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D./Dª. ...............................................................................,
con DNI. ........................, y lugar a efectos de comunica-
ciones y notificaciones en.....................................………, y
teléfono………...............…….., expongo:

Que deseo ser admitido para la provisión interina
de la plaza de ………….......................................…… de esa
Entidad Local, cuya convocatoria ha sido publicada
en el Boletín Oficial de la provincia de ……..............……..
de fecha ………..............………..

Que reúno todas las condiciones exigidas en las
bases del Concurso, que declaro conocer y aceptar.

Que aporto los siguientes documentos de los méri-
tos exigidos en las bases.

..............................................................................................
....................................................................................................

Por lo que solicito:

Que se me admita en el proceso selectivo para la
provisión con carácter interino de la plaza de
…………………….................................. de esa Entidad Local.

........................... , a ........ de ...................... de ................. 

SR PRESIDENTE DE LA AGRUPACION DE
GEMUÑO, LA SERRADA Y MUÑOPEPE (AVILA)
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Número 1.548/10

T R I B U N A L S U P E R I O R D E J U S T I C I A D E C A S T I L L A Y L E Ó N

SECRETARÍA DE GOBIERNO

BURGOS

E D I C T O

ACUERDO adoptado por la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León en Burgos a
26104/10, de nombramiento de Jueces de Paz Titulares y Sustitutos, de conformidad con lo dispuesto en el Art°
101 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y Art° 4 del Reglamento de Jueces de Paz (B.O.E. 13.07.95.), que se hacen
públicos y corresponden a las poblaciones que se relacionan a continuación, de la Provincia de ÁVILA

Población.- Cargo.- Nombre.

AREVALILLO TITULAR SERGIO MARTÍN SÁNCHEZ

BARCO DE ÁVILA, EL TITULAR MARIANO RUIZ CABRERA

BARCO DE ÁVILA, EL SUSTITUTO JOSE LUIS DE LA CRUZ TABERA

BARRACO, EL TITULAR JOSE ANTONIO SÁNCHEZ MAQUEDA

CILLÁN SUSTITUTO JOSE ANTONIO ALONSO JIMÉNEZ

HERRADÓN DE PINARES, EL SUSTITUTO ANTONIO HERNANDEZ RAMIREZ

MENGAMUÑOZ TITULAR ANTONIO RAFAEL GÓMEZ CASILLAS

NARROS DEL CASTILLO SUSTITUTO ISMAEL SÁNCHEZ HERNANDO

NAVALPERAL DE PINARES SUSTITUTO JUAN MARTIN HERRANZ

NEILA DE SAN MIGUEL TITULAR BALTASAR PEREZ ARRIBA

RIVILLA DE BARAJAS SUSTITUTO PALMIRA DIAZ GONZALEZ

SANCHIDRÍAN TITULAR JUAN FERNANDO GONZALEZ MARTIN

El nombramiento será para un período de cuatro años, a contar desde la fecha de su publicación en el Boletín
Oficial de la Provincia, y tomarán "posesión de su cargo dentro de los veinte días naturales siguientes a la publica-

A D M I N I S T R A C I Ó N D E J U S T I C I A



Número 1.545/10

T R I B U N A L S U P E R I O R D E

J U S T I C I A D E C A S T I L L A Y L E Ó N

SECRETARÍA DE GOBIERNO

BURGOS

E D I C T O

En cumplimiento de lo dispuesto en los Art°s.
101.4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 11.1 del
Reglamento de Jueces de Paz 3/1995 de 7 de Junio
de 1.995, en sesión celebrada por la Sala de Gobierno
de 26/04/10 se anuncian las vacantes a los cargos de
Juez de Paz Titular y/o Sustituto por el "TRAMITE DE
DESIGNACIÓN DIRECTA" en las localidades siguien-
tes de la provincia de ÁVILA

MUNICIPIO CARGO DE JUEZ DE PAZ

ADANERO TITULAR

GALLEGOS DE SOBRINOS SUSTITUTO

HOYOS DEL COLLADO SUSTITUTO

MINGORRIA SUSTITUTO

NARRILLOS DEL REBOLLAR SUSTITUTO

NAVAQUESERA SUSTITUTO

PARRAL, EL SUSTITUTO

SAN PEDRO DEL ARROYO SUSTITUTO

TORRE, LA SUSTITUTO

Las solicitudes para cubrir cada vacante, en las
que se hará constar declaración del interesado de no
hallarse incurso en causa de incompatibilidad o inca-
pacidad y acompañará fotocopia del D.N.I. para su
identificación, deberán remitirse directamente a este
Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León,

Secretaría de Gobierno, dentro de los QUINCE DÍAS
siguientes al de la publicación del presente edicto.

Burgos a 27 de abril de 2010.

El Secretario de Gobierno, Ildefonso Ferrero
Pastrana.

Número 1.540/10

J U Z G A D O D E I N S T R U C C I Ó N

N º  2  D E Á V I L A

E D I C T O

En los autos de referencia se ha dictado la siguien-
te resolución:

Procedimiento: JUICIO DE FALTAS 406/09

SENTENCIA: N° 13/10

SENTENCIA

En ÁVILA, a 26 de Enero de 2010.

D. MIGUEL ÁNGEL PÉREZ MORENO, MAGISTRA-
DO-JUEZ del Juzgado de Instrucción n° 2 de Ávila,
habiendo visto y oído en Juicio Oral y Público la pre-
sente causa JUICIO DE FALTAS 406/09, seguida por
una presunta falta contra las personas, contra Jamal
Daoudi, habiendo sido parte en la misma el Ministerio
Fiscal, y como denunciante Omar El Idrissi, en vir tud
de las facultades que me han sido dadas por la
Constitución, y en nombre del Rey, dicto la siguiente
Sentencia

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Puestas las actuaciones en estado de
celebrarse juicio, tuvo lugar en el día y hora señalados,
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ción de su nombramiento, previo juramento o promesa del cargo ante el Juez de 1ª. Instancia e Instrucción del
Partido, en su caso.

Contra los acuerdos de nombramiento de Jueces de Paz cabe recurso de alzada ante el Pleno del Consejo
General del Poder Judicial en los plazos y por los motivos y formas que establece la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Burgos, a 27 de abril de 2010 

El Secretario de Gobierno, Ildefonso Ferrero Pastrana.



celebrándose el juicio con el resultado recogido en la
correspondiente acta.

SEGUNDO.- El Ministerio Fiscal, en el acto del jui-
cio oral solicito la libre absolución del denunciado.

TERCERO- En la tramitación del presente procedi-
miento se han observado las prescripciones legales.

HECHOS PROBADOS

Probado y así se declara que con fecha 7 de julio
de 2009 se presentó denuncia ante este Juzgado, en
funciones de guardia, de Ornar El Idrissi contra
Daoudi Jamal, alegando lesiones en agresión y ame-
nazas de muerte, y que habiéndose señalado día y
hora para la celebración del juicio, sin que hayan com-
parecido ni denunciante ni denunciado, solicitando el
M. Fiscal que se dicte sentencia absolutoria en rela-
ción al denunciado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- De acuerdo con el principio acusato-
rio, que según reiterada jurisprudencia es aplicable al
Juicio de Faltas, y al no haberse ejercitado acción
penal alguna en el acto del juicio por el Ministerio
Fiscal ni por parte acusadora alguna, procede la libre
absolución del denunciado, no procediendo entrar a
analizar la posible responsabilidad penal del mismo. 

SEGUNDO.- Las costas deben ser declaradas de
oficio, conforme a los ar tículos 123 del Código Penal,
y 239 y 240 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

Vistos los ar tículos citados y demás de general y
pertinente aplicación

FALLO

QUE DEBO ABSOLVER Y ABSUELVO a DAOUDI
JAMAL de toda responsabilidad penal por los hechos
enjuiciados, declarándose de oficio las costas proce-
sales.

Notifíquese esta resolución al Ministerio Fiscal y a
las partes implicadas, haciéndoles saber que la pre-
sente resolución no es firme y contra la misma cabe
interponer recurso de apelación en ambos efectos en
este Juzgado para ante la Iltma. Audiencia Provincial
de Ávila en el plazo de CINCO DÍAS desde su notifi-
cación.

Asi por ésta mi sentencia, lo pronuncio, mando y
firmo. 

Y, para que sirva de notificación Don JAMAL
DAOUDI se expide la presente en ÁVILA, a veintiocho
de Abril de dos mil diez.

El/La Secretario, Ilegible.

Número 1.521/10

J U Z G A D O D E P R I M E R A

I N S T A N C I A N º  1  D E A R É V A L O

E D I C T O

DOÑA SIRA MARÍA AMOR VEGAS JUEZ DEL
JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N° 001 DE
ARÉVALO.

HAGO SABER: Que en este Juzgado se sigue el
procedimiento EXPEDIENTE DE DOMINIO.
REANUDACIÓN DEL TRACTO 0000405/2009 a ins-
tancia de RICARDO GARCÍA ZURDO, MARÍA DE LOS
ÁNGELES GARCÍA ZURDO, CLEMENTINA GARCÍA
ZURDO, SONSOLES ZURDO MARTÍN, BENJAMÍN
GARCÍA ZURDO, JUAN GARCÍA ZURDO, TERESA
GARCÍA ZURDO, ANTONIO GARCÍA ZURDO, CAR-
LOS GARCÍA ZURDO, MARÍA AZUCENA GARCÍA
ZURDO, expediente de dominio para la inmatricula-
ción de las siguientes fincas:

Una casa en el pueblo de Madrigal de las Altas
Torres (Ávila) en la Ronda de Santa María, sin núme-
ro; hoy según catastro, número 20. Linda: Derecha
entrando, herederos de Clotilde Calvo Hernández,
antes casa de Daniel Jiménez; izquierda, Crispín
Calvo Moyano, antes Julián Moyano; Espalda, María
Martín Martín, antes Daniel Casado; y Frente, calle de
su situación. Es de una sola planta. Tiene una exten-
sión superficial de setenta metros cuadrados (70 m2)
todos construidos. Tiene una antigüedad superior a
70 años. 

Referencia catastral 1909411UL3510N0001YF.

Por el presente y en vir tud de lo acordado en pro-
videncia de esta fecha se convoca a las personas
ignoradas a quienes pudiera perjudicar la inscripción
solicitada y a Dª MARÍA MARTÍN MARTÍN, cuyo ulti-
mo domicilio conocido fue en Madrigal de las Altas
Torres, para que en el término de los diez días siguien-
tes a la publicación de este edicto puedan compare-
cer en el expediente alegando lo que a su derecho
convenga.

En Arévalo, a diecisiete de marzo de dos mil diez.

El/La Secretario, Ilegible.
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